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INTRODUCCIÓN 

o RESUMEN 

El derecho a decidir y el derecho de autodeterminación constituyen los rumbos a los que se han 
dirigido las políticas del nacionalismo catalán, plasmándolos muchas veces en sus programas 
electorales. Es importante advertir que el proceso soberanista catalán presenta notables 
diferencias en comparación con el nacionalismo escocés o quebequés, pues vivimos en un 
periodo político en que se tiende a hacer uso de analogías para simplificar las respuestas a las 
realidades sociales y retos políticos que se presentan. No pretendo desacreditar con este trabajo 
identidades, ni ideologías concretas, pues todas son respetables -por supuesto, siempre que 
estén basadas en la tolerancia y no adopten un talante discriminatorio-. Con este proyecto 
ofrezco un estudio comparativo de tres procesos diferentes, a fin de esclarecer sus causas, 
derivas y consecuencias, por un lado, y, por otro lado, la viabilidad legal de los mismos. 

ABSTRACT 

The right to decide and the right to self-detennination shape the paths to which the policies of 
Catalan nationalism have been directed, incorporating them many times into their electoral 
programs. It is important to note that the Catalan sovereignty process has notable differences in 
relation to Scottish or Quebec nationalism, since we live in a political period in which we tend 
to make use of comparisons to simplify the responses to social realities and political challenges 
that arise. I do not intend to discredit concrete identities or concrete ideologies with this work, 
as they are all respectable - of course, provided they are based on tolerance and do not adopt a 
discriminatory mood. With this project I offer a comparative study of three different processes, 
in order to clarify their causes, drifts and consequences, on the one hand, and their legal 
viability, on the other hand. 

PALABRAS CLAVE 

Nacionalismo, derecho a decidir, derecho de autodetenninación, Cataluña, Escocia, Quebec 

KEY WORDS 

Nationalism, right to decide, right to self-detennination, Catalonia, Scotland, Quebec 
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PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

En cuanto a las preguntas que deben plantearse, con respecto a la investigación, se encuentran 
las siguientes: 

¿El derecho internacional avala la independencia de un territorio? 

¿Cataluña, Escocia y Quebec han seguido los mismos patrones en lo que se 
refiere a tratamiento y resolución? 

¿Los referéndums de independencia que se han sucedido en Cataluña, Escocia y 
Quebec han respetado la legalidad vigente? 

HIPÓTESIS CENTRAL 

o El derecho intemo no ampara la secesión de Cataluña, Escocia y Quebec. 
o El derecho internacional no respalda la secesión de Cataluña, Escocia y Quebec. 

OBJETIVOS 

El cometido de este trabajo es arrojar luz sobre tres temas candentes, como son el 
nacionalismo en Cataluña, Escocia y Quebec, y la cabida del derecho a decidir y derecho de 
autodeterminación en estos territorios, contextualizando bases y desarrollo, así como explicar 
en detalle, tanto las normas que regulan los referéndums de independencia, en caso de existir; 
como la jurisprudencia emitida por los distintos tribunales. 

Al mismo tiempo, y a fin de desembrollar la profusa legislación vigente, se ofrecerán 
ejemplos de fenómenos similares o que, sin ser similares, encuentran acomodo en la legislación 
internacional, dentro de la cual también indagaré, con el objeto de averiguar si hay fundamentos 
jurídicos sobre los que apoyar, en supuestos específicos, la independencia de un territorio. 

La investigación de estos tres procesos ilustrará tres resultados rotundamente diferentes, 
que facilitarán la enunciación de las conclusiones del trabajo. 


METODOLOGÍA Y FUENTES DE INVESTIGACIÓN 

El procedimiento empleado ha consistido en la lectura de bibliografía especializada, 
concretamente libros y revistas, por un lado, y sentencias y textos jurídicos por otro, para así 
alcanzar el conocimiento preciso que me ha permitido esbozar los diferentes contenidos del 
trabajo y trazar las conclusiones. 

Las fuentes de investigación, por ende, provienen mayoritariamente de revistas, libros 
y artículos académicos, así como de reportajes y noticias periodísticas, documentales, 
sentencias y documentos jurídicos. 


6 



Derecho a decidir y derecho de autodeterminación: Ana Rebollo Gómez-Coronado 

Cataluña, Escocia y Quebec 

I. MARCO HISTÓRICO 

1. Canadá. 

1.1. Primeras leyes y surgimiento de Canadá 

Tras la guerra de los Siete Años, y con la firma del Tratado de París en 1763, Nueva 
Francia, que incluía a la actual provincia de Quebec, pasa a dominio británico, a cambio de la 
entrega de la isla de Guadalupe a los franceses. Mediante la Proclamación Real de 1763, la 
legislación británica se impone en el terreno quebequés, reemplazando a las leyes civiles 
aplicables hasta el momento. 2 

Pero la Proclamación Real de 1763 tuvo una corta vigencia, pues no pudo llevarse a la práctica 
el punto esencial de su contenido: constituir una asamblea legislativa en la colonia canadiense. 
Esa carencia trataría de salvarse con la Ley de Quebec, en 1774, que otorgaba poderes al 
gobernador de las colonias y constituía un consejo legislativo. Por primera vez, las colonias 
disponían de una suerte de gobierno civil en sus territorios, y la población francesa asentada en 
Quebec veía reconocidos ciertos derechos elementales, como el uso de la lengua francesa, la 
práctica de la religión católica o la implantación de la ley civil quebequesa para asuntos de 
Derecho privado. 3 

Esta concesión a los habitantes francófonos no sentó nada bien a los territorios 
anglófonos. Es por eso que en 1791 se ratifica la Ley Constitucional de Canadá, que dividía 
Canadá en: Alto Canadá, de mayoría anglófona, y Bajo Canadá, mayoritariamente francófona. 
El Alto Canadá adoptaría las leyes británicas, mientras que el Bajo Canadá continuaría 
aplicando la legislación vigente. 

Tras la proclamación del Acta de Unión en 1840, las lenguas inglesa y francesa se 
convirtieron en las oficiales del territorio. Con la firma en 1867 de la Ley de América del Norte 
Británica, se unieron las provincias de Canadá, Nueva Escocia y Nuevo Brunswick en un único 
dominio, que recibiría el nombre de Canadá. Esta ley dotaba al recién constituido Dominio de 
Canadá de un sistema federal (confederación), con los poderes repartidos entre el Parlamento 
de Canadá y las asambleas legislativas de las provincias. El poder de reformar las leyes seguía 
recayendo, paradójicamente, en el Parlamento británico, puesto que no se incluyó ninguna 
cláusula habilitante para dotar al Parlamento de Canadá de esta facultad. 

Finalmente, con el Estatuto de Westminster en 1931, se proclamaría que ninguna ley 
británica fuera aprobada desde ese monumento en Canadá, salvo que contara con su 
consentimiento expreso. Ahora bien, el poder de refonna legislativa seguía recayendo en 
Londres. 


1.2.Reforma de la BNA y oposición de Quebec 

Mediante las fórmulas Fulton-Favreau y Victoria Charter, se intentó introducir un 
mecanismo de reforma de la Constitución canadiense, pero la negativa de Quebec imposibilitó 
que ambas fórmulas fructificasen, y habría que esperar hasta 1982, con la aprobación de la 
Constitution Act, para que Canadá viera definitivamente reconocido el poder de modificar la 
Constitución La Constitution Act marcó como único requisito para validar una nonna la 
existencia de un grado sustancial de acuerdo, prescindiendo del visto bueno de todas las 


2 Samper, L. (2014). Antecedentes Históricos Constitucionales Canadienses (2004). Revista de Derecho: 
Universidad del Norte, 21. 153-155.p. 

3 Stanley B., (1972), The Founding of Cañada. (Toronto: Progress Book), pp. 206-208. 
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provincias. Con ello se salvaba la oposición de Quebec y se hacía realidad el sueño de poder 
repatriar la Constitución. 


1.3. Primer referéndum quebequés 

Quebec gozaba de una serie de particularidades frente al resto de provincias. La más 
evidente era su condición francófona. En la década de los 70 ganaron poder los partidos que 
protegían sus características identitarias y que incluso defendían la conversión de Quebec en 
nación. En 1970, el PQ -Partí Québécois- se presenta a las elecciones dentro de la provincia, 
logrando entrar, con poca fuerza, en la asamblea, pues el Partí Libéral canalizó la mayor parte 
de los votos. En 1973 vuelve a haber elecciones, convocadas por el Partí Libéral por adelantado, 
y de los 110 diputados que conforman la asamblea, el Partí Libéral solo logra dos, mientras que 
el PQ obtiene seis. La Union Nationale se queda sin representación por primera vez en la 
historia desde su fundación. 

En los años siguientes estallan una serie de escándalos en el seno del Partí Libéral, lo 
que, sumado al desprestigio que se había ido cosechando la Union Nationale, provoca que, en 
1976, el PQ logre 71 diputados, y que el Partí Libéral únicamente obtenga 26. Las promesas 
del PQ basadas en atajar la corrupción y en decidir la independencia habían convencido al 
electorado. 

Lo primero que hizo el PQ al llegar al poder fue reconocer el derecho de los pueblos 
aborígenes a acceder a la autodeterminación, sin trastocar la integridad territorial. También 
impulsó la carta de las lenguas francesas, reconociendo la primacía lingüística del francés sobre 
el inglés. Las escuelas públicas que utilizasen el inglés como lengua vehicular dejarían de ser 
subvencionadas. En 1979 el PQ, liderado por René Lévesque, plantea un referéndum para 
conocer la opinión de la población sobre la negociación de una fórmula de soberanía-asociación 
con Canadá, con resultado negativo. 4 

El 14 de abril de 1980, Lévesque anuncia que el referéndum tendría lugar el 20 de mayo. 
Pero, el mismo día que Lévesque notifica la fecha de la consulta, el Gobierno de Canadá, 
dirigido en ese momento por Pierre Elliott Trudeau, con Jean Chrétien al frente de la 
negociación con Quebec, hace pública su decisión de no negociar en modo alguno la soberanía 
de Quebec, a través de un carismático discurso 5 . Lo que sí aceptaba Pierre Elliott Trudeau era 
una revisión del federalismo, algo que raramente podía ser aceptado por Lévesque, plenamente 
enfrascado en la lucha por la independencia. 


1.4. Segundo referéndum quebequés 

El 30 de octubre de 1995, el entonces primer ministro de Quebec, Jacques Parizeau, 
propuso lo que sería el segundo referéndum sobre la soberanía de Quebec. 6 El no a la soberanía 
ganó por un estrecho margen. 7 La derrota se saldó con la dimisión de Parizeau, que fúe 
sustitutido por Lucien Bouchard en el liderazgo del Partí Québécois, quien había anunciado 
previamente su intención de convocar otro referéndum para 1997. 


4 Ver anexo 1. 

5 Ver anexo 2. 

6 Ver anexo 3. 

7 Gall, L. (2013), Québec Referendum 1995, 21 agosto 2013. Consultado el 1 de noviembre 2018. Obtenido de: 
https://www.thecanadianencyclopedia.ca/en/article/quebec-referendum-1995. 
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A diferencia del primer referéndum, en el de 1995, el quid de la cuestión era negociar 
la soberanía, eludiendo la denominación soberanía-asociación, utilizada en el primer 
referéndum. Además, en los últimos días de campaña, el entonces primer ministro Chrétien 
hizo pública su intención de reconocer Quebec como una sociedad diferenciada, y de abogar 
por la concesión del poder de veto a Quebec en caso de reforma constitucional. 


2. Escocia 

El comienzo del reino de Escocia como ente independiente hay que situarlo en la Alta 
Edad Media. Esta realidad comenzó a cambiar a raíz de la muerte de Isabel I, reina de Inglaterra 
hasta 1603, año en que Jacobo IV de Estuardo heredó el trono, autoproclamándose rey de Gran 
Bretaña, en una suerte de unión simbólica personificada en su figura. Simbólica, porque, en la 
práctica, ambos países permanecían separados. 

En 1707, Escocia e Inglaterra se unieron voluntariamente para dotarse de un único 
parlamento y de un gobierno. Fue el germen de Reino Unido. Escocia ha mantenido desde 
entonces una serie de instituciones propias, independientes de Inglaterra, como los sistemas 
educativo, legal, jurídico (tribunales propios), así como la iglesia calvinista presbiterana. Esto 
podría haber detonado, entre otras muchas causas, la aparición del sentimiento de sociedad 
cívica separada, y la formulación de una identidad cultural propia. 

En 1880, se posó sobre el tablero político la cuestión de la House Rule of Scotland, una 
suerte de estatuto que regulaba la autonomía escocesa. Al mismo tiempo, se propagó el 
sentimiento generalizado de que el Gobierno británico estaba descuidando Escocia. De acuerdo 
con los sectores descontentos, Irlanda estaba mediatizando Westminster, debido principalmente 
al estallido de sucesos violentos y a la irrupción de grupos armados. Por ello, en 1854, y a fin 
de recoger las demandas del pueblo escocés, se creó la Asociación Nacional para la 
Reivindicación de los Derechos Escoceses. 

En 1885, se restableció el cargo de Secretario de Escocia para preservar los intereses de 
Escocia y darles voz en el Parlamento Británico. Y al año siguiente, se fundó la Scottish Home 
Rule Association, una organización política vinculada ideológicamente al Partido Liberal. Su 
función principal era lograr el establecimiento de un Parlamento que se hiciera cargo de los 
asuntos escoceses. Tras la guerra, se fundaría la segunda Scottish Home Rule Association. Las 
intenciones coincidían con las que motivaron la creación de la primera: más autonomía, pero 
sin pretender la independencia. 

Habría que esperar hasta la década de los veinte para asistir la creación de las primeras 
organizaciones políticas. En 1920 nacía la Liga Nacional Escocesa, que perseguía estrictamente 
la independencia, promoviendo el desarrollo de la cultura y la lengua escocesa. Discrepancias 
internas provocarían su bifurcación en el Movimiento Nacional Escocés y en la Organización 
Nacional Escocesa de la Universidad de Glasgow, integrado por estudiantes del Partido 
Laborista. Mientras que la primera estaba más orientada a la promoción de la cultura, la segunda 
acabaría evolucionando hasta convertirse en un partido nacionalista, en 1928. 

En 1934 se fundaba el Partido Nacionalista Escocés, alimentado por un electorado 
mayoritariamente de izquierdas que, aunque presumía de un marcado acento nacionalista, no 
buscaba desligarse de Reino Unido, ni pretendía la independencia. Este partido se fúndó con la 
suma del Partido Escocés, que, gestado en 1932, también portaba un ideario nacionalista, pero 
a diferencia de otras organizaciones políticas, consiguió la simpatía de la prensa. 

Las discrepancias intemas existentes en el Partido harían que la opinión pública se 
fonnara una imagen negativa del nacionalismo, algo que cambiaría a partir de 1960, cuando 
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Winnifred Ewing se presentó como candidato para presidir el partido. Como respuesta, en las 
elecciones de 1968, los resultados se tomaron muy positivos. 

El Partido Nacionalista Escocés contribuyó, entre otras cosas, a alimentar la idea de que 
Escocia no se estaba beneficiando del crecimiento económico en el Reino Unido y que se 
encontraba entre las regiones menos beneficiadas. El sentimiento de descontento generalizado 
se propagó entre los escoceses. 

El Partido Conservador se alzó con el triunfo en las elecciones de 1970, bajo el liderazgo 
de Edward Heath, que prometió dotar a Escocia de una Asamblea Nacional. También se 
comprometió a impulsar las negociaciones para lograr la incorporación de Reino Unido a la 
Comunidad Económica Europea. El Partido Nacional Escocés cosechó malos resultados en 
estas elecciones. 

El descubrimiento de yacimientos petrolíferos dio otro motivo más al Partido 
Nacionalista Escocés para reivindicar la independencia de Escocia, pues en su opinión, había 
recursos suficientes para convertir a Escocia en nación. En 1974, las elecciones dejaron un 
Parlamento indeciso en el que ningún partido obtuvo mayoría 8 . 

En 1996, la victoria en el poder de los laboristas, llevó a Londres a aceptar el reclamo 
escocés de dotar a Escocia de un parlamento. Por ello se convocó un referéndum donde una 
amplia mayoría se posicionó a favor de devolver algunas competencias al gobierno regional de 
Edimburgo, algo que se hizo realidad con al Scotland Act. 

Tras varios años de victorias laboristas y liberaldemócratas, habría que esperar a mayo 
de 2011 para obtener una mayoría absoluta del Partido Nacional Escocés. El programa del 
nacionalismo escocés contenía la celebración de un referéndum, pero había un obstáculo difícil 
de salvar: la potestad para celebrar dicho referéndum no recaía en el Parlamento escocés. La 
Scotland Act de 1998 otorgaba a Escocia poder para legislar en todas las materias no reservadas 
al Parlamento de Westminster, y la celebración de un referéndum formaba parte de las 
competencias del premier británico. Pero el entonces primer ministro conservador David 
Cameron entendió que la mayoría absoluta electoral del partido nacionalista legitimaba, sin 
rastro de duda, la convocatoria de un referéndum. 

A nivel legal, hubo que aplicar la Orden 13, que modificaba la Scotland Act de 1998, 
en su apartado 5 9 . En lo que respecta a la formulación de la pregunta del referéndum, en un 
primer momento, el SNP no quería ajustarse a una fónnula binaria, y trató de hallar una tercera 
posibilidad, reflejada en la devolution max 10 , que otorgaba autonomía fiscal plena a Escocia, 
pues el SNP consideró que, aunque la independencia no llegase a culminar, al menos el 
Gobierno escocés podría aspirar a una mayor autonomía. Sin embargo, Downing Street rechazó 
incluir una tercera pregunta, argumentando que ello minaba la comprensión de la misma. 

El acuerdo final entre Cameron y Salmond se plasmó en el Acuerdo de Edimburgo. Y, 
efectivamente contuvo una pregunta muy simple: “Should Scotland be an independent 
country?”-“¿Debería Escocia ser un país independiente?”-, pregunta contestada por la 
ciudadanía el 18 de septiembre de 2014, dejando una participación del 84 por ciento de la 
población, donde el 45 por ciento se posicionó a favor de la independencia, frente al 55 por 
ciento que se mostró en contra 11 . 


s Ver anexo 3. 

9 Ver anexo 4. 

10 Ver anexo 5 
n 


El País, Resultado del referéndum de independencia en Escocia, El País edición digital, 19/09/2014. Última 
consulta: 10/10/2018. Obtenido de: https://elpais.com/elpais/2014/09/19/media/141 1 109571_068722.html. 
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2.1. Cataluña 

3.1. El nacionalismo político 

3.1.1. Hasta 1931 

Durante las tres últimas décadas del siglo XIX, el nacionalismo catalán comienza a 
adquirir un cariz político, alcanzando poder durante el Sexenio Revolucionario (1868-1874) y, 
más concretamente, durante la Primera República Española, en su periodo federal. En 1887, 
los sectores catalanistas procedentes del disuelto Centre Catalá-punto de partida del 
movimiento político catalanista-fundan la Lliga de Catalunya, con el objetivo principal de 
proteger el derecho civil catalán frente a las medidas uniformizadoras impulsadas por el 
Gobierno de España. En 1891, la Lliga de Catalunya, el Centre Escolar y otros núcleos 
catalanistas deciden formar Unió Catalanista, de ideología conservadora. En 1892, en su 
primera asamblea reunida en Manresa, se redactaron las “Bases de Manresa”-bases para la 
constitución regional catalana-, que establecían la plena soberanía en el orden público, en la 
moneda y en la oficialidad de la lengua catalana, así como un sistema electoral muy restrictivo. 
Sin embargo, el proyecto no llegó a prosperar por su posición tradicionalista frente a lamodema 
realidad catalana. 

En 1901, Prat de la Riba, Puig i Cadafalch y Francesc Cambó fundaron la Lliga 
Regionalista de Catalunya, que se mantendría como fuerza hegemónica en Cataluña hasta la 
Segunda República (1931). La Lliga nunca se definió como partido nacionalista, sino que 
mantuvo siempre una actitud posibilista-regionalista. En 1913 el Gobierno de Dato propuso 
mediante decreto ley la creación de la Mancomunitat de Catalunya, un ente administrativo que 
agrupaba las fúnciones de las cuatro diputaciones provinciales catalanas (Barcelona, Girona, 
Lleida y Tarragona). 12 

La Mancomunitat de Catalunya se mantuvo hasta 1923. El deterioro de la situación 
económica, social y política de España, acelerado por el Desastre de Annual de 1921, que 
salpicaría incluso al rey Alfonso XII, culminó con el golpe de Estado de 1923 del capitán 
general de Cataluña, Miguel Primo de Rivera. El golpe de Estado se extendió desde Barcelona 
a todo el país, suspendiéndose la nonnativa vigente desde la promulgación de la Constitución 
de 1876. 

Francesc Cambó brindaría su apoyo a Primo de Rivera, decisión que lamentaría, en tanto 
que Miguel Primo de Rivera emprendió una dura represión contra el movimiento catalanista- 
prohibió la senyera, la lengua catalana e incluso ilegalizó el Fútbol Club Barcelona-, Esto 
supuso el hundimiento del nacionalismo catalán “de derechas”, propiciando así la consolidación 
del nacionalismo catalán “de izquierdas”, cuyo máximo exponente fue Francesc Maciá quien, 
tras fúndar Estat Catalá, desarrolla una fuerte resistencia a la dictadura. 

En 1931 se fúnda en Barcelona Esquerra Republicana de Catalunya, a partir de la fúsión 
del Partit Republicá Catalá, de Lluís Companys, y Estat Catalá, de Francesc Maciá. Esquerra 
será una fúerza política decisiva durante la Segunda República 13 . 


3.1.2. La Segunda República (1931-1936) 

Tras conocer los resultados de las elecciones del 12 de abril, Lluís Companys proclama 
la República desde el Ayuntamiento de Barcelona. Al mismo tiempo, Francesc Maciá declaraba 


12 Balcells, A., Breve Historia del Nacionalismo Catalán, Barcelona, Alianza Editorial, 2003. Pere Anguera; 
Goberamendi, J.; De la granja, J.L., la España de los Nacionalismo y las Autonomías, Síntesis, Madrid, 2001. 

13 Campuzano, F., Les nationalismes en Espagne: De VEtat liberal á l’état des autonomies (1876-1978), 
Cronología sumaria del catalanismo y el nacionalismo catalán (ss. XIX-XX.), Gabriel, P., p. 263-280. 
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la República Catalana como Estado integrante dentro de la Federación de Repúblicas Ibéricas. 
Este hecho provocaría una gran contusión entre las autoridades catalanas y el Gobierno 
provisional de la República, asentado en Madrid, con lo que Maciá aceptaría la sustitución de 
un Estado autónomo por un Gobierno de corte autonómico: la Generalitat de Catalunya. 

Con el establecimiento de la Generalitat, se procedió a la redacción de un Estatuto de 
Autonomía: el Estatuto de Núria de 1932. El texto fue inicialmente llevado a Madrid en agosto 
de 1931, y permaneció allí hasta finales de mayo de 1932, cuando fue aprobado y promulgado. 
Sin embargo, el Estatuto que salió de Madrid fúe totalmente diferente al redactado en Núria. Se 
introdujeron numerosas enmiendas y bastantes recortes. Las fúerzas más moderadas 
consideraron un la aprobación del Estatuto un triunfo, mientras que las más progresistas lo 
tomaron como una atropello a la voluntad del pueblo catalán. 

En 1933, tienen lugar las elecciones generales, que introducen un periodo de la Segunda 
República conocido como “Bienio conservador” o “Bienio negro”. En Cataluña, la izquierda se 
mantendría en el poder. Alejandro Lerroux, del Partido Radical, fúe elegido Presidente del 
Gobierno con el apoyo de la CEDA de Gil Robles. La entrada de varios ministros de la CEDA 
en el gobierno de Lerroux provocó la Revolución de Asturias de 1934. En Barcelona, 
Companys-Presidente de la Generalidad desde la muerte de Maciá-proclamó “L’Estat Catalá 
de la República Federal Espanyola”, proclama que fúe aplastada por el capitán general Batet. 

Seguidamente, se produjo la suspensión de la autonomía catalana, que se restablecería 
en 1936, con el triunfo del Frente Popular en España, y del Front D’Esquerres Republicanes en 
Cataluña. En julio de 1936, tiene lugar el estallido de la guerra civil española. En Cataluña, el 
golpe fúe abatido por la Generalitat y las fuerzas afines a la República. Con el transcurso de la 
guerra, la Generalitat se vería desbordada por el empuje popular de los movimientos obreros. 
Entre julio de 1936 y octubre de 1937, la Generalitat llegó a exceder los límites de sus 
competencias estatutarias. Incluso creó una Consellería de Defensa. Aunque la Generalitat tuvo 
que afrontar una situación complicada, ya que a las tensiones políticas intemas se sumaron las 
inherentes a la guerra. 

La autonomía catalana se vio minada a partir de octubre de 1937, cuando el Gobierno 
de Negrín se trasladó de Valencia a Barcelona. Entretanto, las fuerzas franquistas habían 
derogado el Estatuto catalán mediante decreto en 1938. En enero de 1939 las tropas sublevadas 
entraron en Barcelona poniendo así fin a la guerra civil en Cataluña. Durante la dictadura 
franquista las instituciones catalanas quedaron reducidas a la nada, prohibiéndose el uso del 
catalán, limitado al uso cotidiano. 

En 1979 se produce el restablecimiento del autogobierno catalán produciéndose así la 
unión entre la antigua legitimidad republicana y el nuevo sistema de autogobierno instaurado 
por la Constitución española de 1978. En 1980, tienen lugar las primeras elecciones en 
Cataluña, que darían la victoria a Jordi Pujol, líder de Convergéncia Democrática de Catalunya, 
un partido que recogía el nacionalismo y catalanismo de centro-derecha y que, posteriormente, 
se coaligaría con Unió Democrática de Catalunya, formando la coalición Convergéncia i Unió 
(CiU), que se mantendría hasta 2015 14 . 

CiU fue la fuerza política hegemónica en Cataluña durante los 23 años de gobiernos 
pujolistas. En este periodo se produce el desarrollo competencial de Cataluña dentro del marco 
del Estatut de 1979 y de la Constitución. Sin embargo, este autogobierno se vería reforzado y 
ampliado con los pactos posteriores con los distintos Gobiernos centrales, tanto del PSOE como 


14 De la Granja, J.L; Beramendi, J.; Anguera, P. (2001). La España de los nacionalismos y las autonomías, p.62- 
72 Madrid: Síntesis. ISBN 84-7738-918-7. 
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del PP. Las elecciones al Parlament de Catalunya de 2003 ponen fin a la presidencia 
interrumpida de Jordi Pujol desde 1980. Le sucedió Artur Mas como líder de CDC y de CiU. 

En Cataluña se formó tras las elecciones un Gobierno tripartito con todas las fuerzas de 
izquierdas (PSC-Esquerra-Iniciativa per Catalunya Els Verds), liderado por el PSC de Pasqual 
Maragall. Este Gobierno impulsaría la redacción y apoyo de un nuevo Estatut, que sería 
finalmente aprobado en 2006 y que fue recurrido por el PP ante el Constitucional. Entretanto, 
en 2006 se reedita el tripartito y José Montilla se convierte en nuevo president de la 
Generalitat 15 . 

El fallo del Tribunal Constitucional sobre el Estatut tuvo lugar en 2010. Dicho fallo 
declaró 14 artículos inconstitucionales y recalcó que las referencias en el preámbulo del Estatut 
a Cataluña como nación y a la realidad nacional de Cataluña carecían de toda eficacia jurídica. 

A partir de 2010, CIU comenzó a emplear el ténnino nacionalismo en su programa, con 
el patrón “derecho a decidir”, aunque no aludió en ningún momento a una consulta sobre la 
independencia. El deseo de celebrar una consulta comenzó a palparse en 2012. Y, aunque en 
las elecciones de ese año, CIU ya no obtenía la mayoría absoluta deseada, con la pérdida de 
ocho escaños en comparación con las elecciones previas, fue la coalición con ERC la que le 
permitiría obtener una sólida mayoría nacionalista. 

Esa sólida mayoría absoluta permitiría respaldar la celebración de un referéndum el 9 
de noviembre de 2014, que llevaría a su vez a la convocatoria de unas elecciones, tildadas de 
plebiscitarias, en septiembre de 2015. A estas elecciones concurre la coalición Junts peí Sí, con 
un programa verdaderamente nacionalista que sí que incluía expresamente en su programa 
plantear un referéndum sobre la independencia. Los resultados electorales se materializan en 
62 escaños para Junts peí Sí, nueve escaños menos que en las elecciones de 2012, cuando CiU 
y ERC obtuvieron por separado 71 escaños 16. 


3.2.2. De camino al referéndum 

Con la nueva legislatura, Junts Peí Sí y la CUP instan al Parlament a “declarar 
solemnemente el inicio del proceso de creación del estado catalán independiente en fonna 
de república”. Fónnula que es contestada con tres recursos de amparo presentados por PP, PSC 
y Ciudadanos. 

En enero de 2016, y de cara al alcance de un acuerdo de investidura entre Junts Peí Sí y 
la Cup, se aprueba la elección del entonces alcalde de Girona, Caries Puigdemont, como 
presidente de la Generalitat. Una vez elegido el nuevo president, Junts Peí Sí y la CUP se ponen 
manos a la obra para redactar las tres normas (régimen jurídico, administración tributario y 
seguridad social) previstas en la declaración de ruptura del 9N, a pesar de que dichas normas 
fueron puestas en entredicho por los servicios jurídicos del Parlament, en un informe redactado 
a petición de los cuatro grupos de la oposición 17 . 

Meses después, la Mesa del Parlament daba luz verde a la tramitación de las leyes de 
ruptura mediante la creación de tres ponencias conjuntas, pese a las amenazas del PSC y del PP 
de llevarlas al Tribunal Constitucional. En enero se creó una comisión de estudio del proceso 


16 Resultados elecciones catalanas 2015, El País edición digital. Consultado el 17/03/2019. Obtenido de: 
https://resultados.elpais.com/elecciones/2015/autonomicas/09/index.html. 

17 Ríos, P., Los juristas del Parlament cuestionan el trámite de las leyes de ruptura. El País edición digital. 
Barcelona, 16 de febrero 2016. Consultado el 17/03/2019. Obtenido de: 
https://elpais.com/ccaa/2016/02/16/catalunya/1455628245_669929.html. 
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constituyente con el apoyo de los grupos Junts Peí Sí, CUP y Catalunya Sí que es Pot. En dicha 
comisión se definieron las fases del proceso: una primera fase de proceso participativo, una 
segunda fase de desconexión con el Gobierno español, y la convocatoria de unas elecciones 
constituyentes para fonnar una Asamblea Constituyente. Una vez que los órganos del Parlament 
acordasen redactar una Constitución, habría una tercera fase para la ratificación popular de la 
Constitución por la vía del referéndum”. 18 

Las discrepancias entre CUP y Juns Peí Sí 19 llevarían a Puigdemont a someterse a una 
cuestión de confianza, de la cual saldría airoso. 20 . La victoria en la cuestión de confianza iría 
acompañada del anuncio de un referéndum independentista vinculante en septiembre de 2017, 
como ultimátum al Gobierno Central si este no se sentaba a negociar una consulta, 
reconociendo, por tanto, el derecho de los catalanes a decidir su futuro 21 . 

Como el Gobierno Central dio su negativa a negociar cualquier consulta, el 9 de junio 
se oficializó la convocatoria de un referéndum el 1 de octubre. En dicho referéndum se formuló 
a los catalanes la siguiente pregunta: “¿Quiere que Cataluña sea un Estado independiente en 
fonna de república?” 22 , existiendo sólo posibilidad de responder afirmativa o negativamente. 
El referéndum fue tildado de vinculante por estar “avalado por una amplia mayoría política y 
social” de Cataluña 23 . 

En agosto, la coalición de Junts Peí Sí y la CUP presentaron la ley de transitoriedad 
jurídica y fundacional de la República Catalana, que tenía el fin de asegurar la continuidad de 
los servicios públicos y de las administraciones, con el objeto de garantizar la seguridad 
jurídica. Dicha ley sería llevada a la práctica en el caso de un eventual triunfo en el referéndum 
del 1 de octubre 24 . 

El 6 de septiembre se aprobaba la ley del referéndum de autodeterminación vinculante 
sobre la independencia de Catalunya, que contemplaba la creación de la Sindicatura Electoral 
de Catalunya, que habría de velar por la transparencia del proceso y la protección de los 


1S Agencia EFE, La comisión del proceso constituyente catalán, 20 Minutos,19/07/2016. Consultado el 
17/03/2019. Obtenido de: https://www.20minutos.eS/noticia/2801090/0/tribunal-constitucional/cumplii'- 
constitucion/comision-catalana-proceso-constituyente/ 

19 Oms, J., La CUP acorrala a Puigdemont tras tumbar los presupuestos. El Mundo. Barcelona, 08/06/2016. 
Consultado el 17/03/2019. Obtenido de: 

https://www.elmundo.es/cataluna/2016/06/07/575718a622601d51728b46cf.html 

20 Sastre, D.; Oms, Javier, Puigdemont supera la cuestión de confianza con el apoyo de la CUP, El Mundo. 
29/09/2016. Consultado el 24 de agosto de 2017. Obtenido de: 
https://www.elmundo.es/cataluna/2016/09/29/57ed3886e2704ebb2c8b45fa.html 

21 Puente, A., Caries Puigdemont anuncia que convocará un referéndum en un año si el Estado se niega a 
acordarlo, eldiario.es., 28/09/2016. Consultado el 17/03/2019. Obtenido de: 
https://www.eldiario.es/catalunya/politica/Puigdemont-anuncia-convocara-referendum- 
acordarlo_0_563794297.html 

21 El president Puigdemont, el vicepresident Junqueras i el conseller Romeva explicaran al Parlament Europeu 
el referéndum que Catalunya celebrará aquest 2017-Sala de premsa. Generalitat de 
Catalunya», premsa.gencat.cat. Consultado el 25 de agosto de 2017. Obtenido de: 

https://govern.cat/salapremsa/132559/ca/president-puigdemont-vicepresident-junqueras-conseller-romeva- 

explicaran-parlament-europeu-referendum-catalunya-celebrara-2017.do 


24 Sallés, Q., El Parlament consuma el desafío y aprueba la Ley de Transitoriedad, La Vanguardia, 08/09/2017. 
Consultado el 8 de septiembre de 2017. Obtenido de: 

https://www.lavanguardia.com/politica/20 170908/431118424928/parlament-apmeba-ley-transitoriedad.html. 
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derechos electorales 25 . El 20 de septiembre tuvo lugar una redada masiva que se saldó con 41 
registros por la Guardia Civil y 14 detenciones de cargos de la Generalitat. 

Finalmente el 1 de octubre tenía lugar el referéndum por la independencia de Catalunya, 
pese a que el Tribunal Constitucional lo había suspendido. Un referéndum no exento de tumulto, 
pues el Gobierno Central ordenó la intervención de la Policía Nacional en conjunción con la 
Guardia Civil, con el objeto de impedir la votación. Los cuerpos de seguridad entraron en 
centenares de colegios electorales, desalojando a los votantes, en algunos casos, por la fuerza, 
lo que despertó severas críticas en la opinión pública nacional e internacional. También se 
escenificaron episodios de tensión entre los Mossos d'Esquadra y fuerzas de la Policía 
Nacional 26 , donde estos últimos acusaron a los primeros de pasividad. Como consecuencia del 
referéndum, el major de los Mossos, Josep Lluís Trapero fue procesado por la Audiencia 
Nacional por sedición y organización criminal. 27 

Según datos de la Generalitat de Catalunya, el sí ganó por goleada. De las 2.286.217 
personas que acudieron a votar, se contaron 2.044.038 votos afirmativos, frente a las 177.547 
papeles que abogaron por el no y los 19.719 votos nulos. Aunque las condiciones en las que se 
efectuó el 1-0, sin unas reglas precisas y sin un censo fidedigno, y la falta de legitimidad del 
referéndum impidieron validar los resultados. 28 


3.2.4. Consecuencias del referéndum 

Se registraron alrededor de 840 heridos como resultado de las cargas policiales, aunque la cifra 
concreta se desconoce. En los meses siguientes, y como resultado del referéndum, numerosas 
empresas, como Banco Sabadell y CaixaBank optaron por desplazar sus sedes fiscales a la 
Comunidad Valenciana. En la actualidad, se calcula que más de 4000 empresas trasladado sus 
sedes de Cataluña. 29 

Los medios de comunicación mostraron relatos de ciudadanos catalanes aquejados de 
padecer grietas en sus relaciones sociales y familiares por la tensión vivida el 1 de octubre. 
30 Esta realidad se hizo extensiva a las escuelas 31 , a las instituciones políticas 32 y a la calle, con 


25 Ver anexo 7. 

26 Pérez, J.; López, O.; Caranco, R., La clausura de los colegios deriva en fricciones entre los Mossos y la 
Policía y la Guardia Civil, El País, Madrid y Barcelona, 02/10/2017. Consultado el 25/11/2018. Obtenido de: 
https://elpais.com/politica/2017/10/01/actualidad/1506860451_291577.html. 

27 Recuero, M., La Juez Lamela procesa a Trapero por sedición y organización criminal, El Mundo, 5 de abril 
de 2018. Obtenido de: https://www.elmimdo.es/espana/2018/04/05/5ac5ef7222601de8588b463f.html. 

28 Ver anexo 8. 

29 Verbo, M.L.; García, I., La fuga de empresas no cesa: un total de 4.558 empresas han salido de Cataluña 
desde el 1-0., Expansión, Madrid,.13/03/2018. Consultado: 27/11/2018. Obtenido de: 
http://www.expansion.com/empresas/2017/10/06/59d74d6e22601d64698b469f.html. 

30 Villarino, A., "Heperdido amigos de toda la vida la tensión cotidiana del ’procés' tras el l-O. El 
Confidencial. 05/10/2017. Consultado el 27/11/2018. Obtenido de: 

https://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2017-10-05/independencia-cataliina-tension-fractura-social- 

amigos-familias-referendum_1455651/. 

31 Güel, O., "Estarás contento con lo que ha hecho tu padre”, El País, Barcelona, 04/10/2017. Consultado el 
27/11/2018. Obtenido de: https://elpais.com/ccaa/2017/10/03/catalunya/1507046381_457165.html. 

32 Verbo, M.L.; García, I., Xavier García Albiol, increpado en Badalona mientras reparte rosas. El Periódico. 
Barcelona. 23/04/2018. Consultado el 27/11/2018. Obtenido de: 

https://www.elperiodico.com/es/politica/20180423/xavier-garcia-albiol-increpado-badalona-sant-jordi-6779125 
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algunos episodios de violencia contra políticos no independentistas 33 o contra ciudadanos no 
independentistas 34 . 

El 10 de octubre de 2017, el president de la Generalitat proclamó la independencia de 
Catalunya, aunque poco después suspendió la proclama en aras de una posible negociación, que 
finalmente no cuajó 35 . Es por eso que el presidente del Gobierno Mariano Rajoy optó por aplicar 
el artículo 155 de la Constitución, cesando al “presidente de la Generalitat de Catalunya, al 
vicepresidente y al resto de consellers” y convocando elecciones el 21 de diciembre. 36 

Tanto el president, Caries Puigdemont, como los excosellers fueron acusados de 
sedición y citados a declarar por la Audiencia Nacional. Puigdemont se trasladó a Brusellas, 
para que no pudiese cursar la orden judicial de detención e ingreso en prisión que se decretó 
contra él. Tras las elecciones del 21 de diciembre, volvieron a ganar los partidos 
independentistas, y Jordi Torrent fue elegido nuevo presidente del Parlament, proponiendo a 
Puigdemont como candidato a la presidencia de la Generalitat, pero dado que se encontraba en 
Brusellas, no se validó su candidatura, condicionada por el Tribunal Constitucional a que 
retomara a España. 

La Generalitat pendió de una situación de bloqueo durante meses, habiendo que esperar 
hasta el 14 de mayo de 2018 para cuadrar al nuevo presidente de la Generalitar, Quim Torra. 
Con ello se ponía fin al artículo 155 y se abría una nueva etapa en Cataluña. 


33 Pifia, R., Escrache ante la sede de Ciudadanos en Barcelona: "Fascistas fuera de nuestras calles". El Mundo. 
3 octubre 2017. Consultado el 27/11/2018. Obtenido de: 

https://www.elmundo.es/cataluna/2017/10/03/59d3729922601d9d318b457d.html. 

34 González, G.; Iglesias, L., Un hombre agrede a una mujer que tiraba a la basura unos lazos amarillos en 
Barcelona, 25 agosto 2018. Consultado: 27/11/2018. Obtenido de: 
https://www.elmundo.es/cataluna/2018/08/25/5b8177bbe2704ef2a08b461d.html. 

35 Vallespín, I.; Puigdemont no aclara si declaró la independencia en la respuesta a Rajoy, El País. 17 octubre 
2018. Consultado el 27/11/2018. Obtenido de: 

https://elpais.com/ccaa/2017/10/16/catalunya/1508134244_135653.html. 

36 Ponce de León, R.;Castro, L. Rajoy cesa al Govern, disuelve el Parlament y convoca elecciones para el 21 de 
diciembre. El Mundo. 27/10/2017. Consultado el 27/11/2018. Obtenido de: 
https://www.eldiario.es/politica/Rajoy-cesa-Puigdemont-Govern_0_701680927.html. 
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II. DERECHO A DECIDIR Y DERECHO DE AUTODETERMINACIÓN 

1. Sobre el derecho de autodeterminación 
1.1. Fundamento jurídico 

El derecho de autodeterminación o derecho a la libre detenninación es un concepto 
recogido y reconocido explícitamente en diversos textos jurídicos internacionales desde hace 
tiempo. Aunque conviene arrojar algo de luz para esclarecer bajo qué presupuestos tiene cabida, 
pues como dice Jáuregui (1995, p.5), citando a H.Hannum (1990. P. 27) “mientras que para 
algunos autores constituye un derecho humano fundamental de aplicación general, para otros 
constituye una mera aspiración política, susceptible de ser o no tenido en cuenta, en función de 
las circunstancias concretas (...). El significado y contenido de este derecho continúa siendo 
tan impreciso como el momento en el que fue enunciado por W. Wilson y otros en Versalles en 
1918”. 37 

Fue la Carta de las Naciones Unidas de 1945 la que por primera vez contempló este 
principio. Por un lado, dentro de su Capítulo I, referente a sus propósitos y principios, puede 
leerse en su artículo 1.2: 

Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio 
de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otros medidas 
adecuadas para fortalecer la paz universal. 

Por otro lado, dentro el Capítulo IX, relativo a la cooperación internacional económica 
y social, en su artículo 55, se habla de: 

Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias para las 
relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas en el respeto al principio de la 
igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos 38 . 

Más tarde, en el Pactos Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, se 
reconoce en el artículo 1 que: 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho 
establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 
social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación 
económica internacional basada en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de 
subsistencia. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de 

administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el 

ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad 

con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas 39 

Aunque ciertamente, existen precedentes históricos inspirados en este derecho, como la 
Declaración de Independencia de los Estados Unidos de 4 de julio de 1776, con alusiones 
constantes a este derecho tales como: 


37 1 G. Jáuregui, La autodeterminación en la perspectiva del siglo XXI,, RVAP, n° 41, 1995. pág. 5. 

38 Disponible en web: https://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/Carta_NU.pdf. 

39 Disponible en: https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx. 
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Cuando una larga serie de abusos y usurpaciones, dirigida invariablemente al mismo 
objetivo, evidencia el designio de someter al pueblo a un despotismo absoluto, es su derecho, 
es su deber, derrocar ese gobierno y proveer de nuevas salvaguardas para su futura seguridad 
y su felicidad 40 . 

La Declaración Universal de Derechos del Hombre de 1948, aunque no recogió 
expresamente el derecho a la libre determinación, sí que abrió la puerta a la toma en 
consideración de la voluntad del pueblo como base para decidir el futuro político en el artículo 
21.3: 

La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder político; esta voluntad se 
expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por 
sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimien to equivalente que garantice la 
libertad del voto' 

Habría que esperar al 14 de diciembre de 1960 para que la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, mediante la resolución 1514, reconociera el derecho de las colonias a la 
independencia, en la Declaración sobre la Concesión de Independencia a los Países y Pueblos 
Coloniales, apuntado que: 

Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación; en virtud de este derecho, 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural 41 . 

La delimitación de este derecho se haría realidad en la Declaración sobre los Principios 
de Derecho Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los 
Estados de 1970 (Resolución 2625), donde se señala que: 

El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asociación o 
integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra condición política 
libremente decidida por un pueblo constituyen formas del ejercicio del derecho de libre 
determinación de ese pueblo. 

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de fuerza que 
prive a los pueblos antes aludidos en la formulación de presente principio de su derecho a la 
libre determinación y a la libertad y a la independencia. En los actos que realicen y en la 
resistencia que opongan con tra esas medidas de fuerza con el fin de ejercer su derecho a la 
libre determinación, tales pueblos podrán pedir y recibir apoyo de conformidad con los 
propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

Aunque lo anterior no otorga un cheque en blanco para constituirse en Estado. La 
Declaración aclara que: 

Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido de 
que autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o menospreciar, total o 
parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que se conduzcan 
de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos antes descritos y estén, por tanto dotados de un gobierno que represente a la totalidad 
del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por motivo de raza, credo o color. 


40 Declaración de Independencia de los Estados Unidos, 4 de julio de 1776. Semanario Político, Económico y 
Literario, 12 de diciembre de 1821. Extraído de: http://hmc.uchbud.es/Materiales/DeclaraUSA.pdf. 

41 Disponible en: http://www.un.org/es/decolonization/declaration.shtml. 


18 



Derecho a decidir y derecho de autodeterminación: Ana Rebollo Gómez-Coronado 

Cataluña, Escocia y Quebec 

Todo Estado se abstendrá de cualquier acción dirigida al quebrantamiento parcial o 
total de la unidad nacional e integridad territorial de cualquier otro Estado o país 42 . 

Es decir, se reconoce el derecho de un Estado soberano e independiente, la libre 
asociación o integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra 
condición política, siempre que el pueblo lo haya decido libremente, con una mayoría clara. 
Ahora bien, si lo que se persigue es quebrantar la libre determinación de los pueblos, tratando 
de apartar a un gobierno que representa a la totalidad del pueblo, o tratando de destruir la unidad 
nacional o integridad territorial, en contra de la voluntad mayoritaria, la Declaración no va a 
prestar su amparo, ni va a legitimar la conducta. 

Además, la manera de reunir la voluntad para constituirse en Estado debe efectuarse 
democráticamente, respectando los cauces del derecho interno. Y si el propio derecho interno 
no pennite poner en cuestión la integridad de un territorio, esta declaración no tiene razón de 
ser en la adquisición de soberanía, salvo que exista una violación sistemática y continuada de 
derechos humanos en el país, no se respeten las garantías democráticas, etc. 

Explicado en palabras de Jáuregui (1995, p.7), citando a A. Michalkska (1991, p. 82), 
“lo que la Declaración quiere decir es que el principio de integridad territorial e inviolabilidad 
de las fronteras no puede impedir el proceso de descolonialización. Pero, al mismo tiempo, 
cuando un territorio colonial ha obtenido la independencia, entonces los pueblos que componen 
el nuevo Estado no pueden exigir el derecho de autodeterminación o, para ser más exactos, el 
proceso de secesión”. 

De cara a la protección de la identidad de las minorías existentes en los diferentes 
Estados, existen asimismo la Declaración de Derechos de las Personas pertenecientes a 
Minorías Nacionales, Etnicas, Religiosas o Lingüísticas, aprobada por la Asamblea General de 
la ONU el 18 de diciembre de 1992 (Resolución 47/135); y el nombramiento de un Alto 
Comisionado que, desde 1992, y creado por la Conferencia de Cooperación y Seguridad en 
Europa (CSECE) reunida en Helsinki, se encarga de velar por el respeto de las minorías y de 
intervenir para prevenir conflictos. 


1.2. Aplicación del derecho de libre determinación de los pueblos 

7.2.7. Yugoslavia, URSS, Checoslovaquia 

Aunque en un principio el derecho de libre determinación de los pueblos estuvo limitado 
a supuestos de naturaleza colonial, en la actualidad hemos asistido a la institución de países 
que, sin contar con un legado colonial, y, formando parte de otro Estado, han optado 
unilateralmente por la independencia. Es el caso de las 15 repúblicas autoproclamadas 
independientes tras el desmembramiento de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas o de 
las siete entidades resultantes de la extinción de Yugoslavia. En el caso de Checoslovaquia, la 
disolución fue concertada y pacífica, con lo que estaba plenamente legitimada su desaparición. 

Pero, en el caso de Yugoslavia, su desintegración obedeció a un conflicto étnico armado 
que se prolongó durante diez años, desde 1991 a 2001. La muerte de Tito en 1980 prendió la 
mecha de un polvorín que, mientras Tito se mantuvo al frente, permaneció desactivada, al 
mantener la paz a raya entre 1944 y 1980 y reprimir cualquier conato separatista. Fue a partir 


42 La Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la 
cooperación entre los Estados de 1970. Disponible en: https://dudh.es/declaracion-sobre-los-principios-de- 
derecho-intemacional-referentes-a-las-relaciones-de-amistad-y-a-la-cooperacion-entre-los-estados-de- 
conformidad-con-la-carta-de-las-naciones-unidas/. 
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de 1980 cuando los serbios comenzaron a lamentarse de la situación discriminatoria existente 
en Kosovo, donde, según decían, estaban sufriendo un “genocidio físico, político y legal” bajo 
el liderazgo albanés en el territorio 43 . 

Con la llegada de Milosevic, caló entre los serbios la idea de la “Gran Serbia”, un 
concepto ligado a una política nacionalista extrema que llevó a la disolución de la autonomía 
de Kosovo. Milosevic se hizo con el control del ejército de Yugoslavia, y su obsesión 
nacionalista le llevó a anexionarse la región croata de Krajina, que albergaba a una cifra elevada 
de serbios. Ello motivaría que Croacia declarara unilateralmente la independencia y que 
Eslovenia y Macedonia siguieran su ejemplo. 

Pero cuando el efecto contagio se trasladó a Bosnia y Herzegovina, la región más diversa, 
la minoría serbia, capitaneada por Ratko Mladic, rechazaría la independencia, aplacándola con 
una limpieza étnica sistemática para eliminar a los bosniatas, esto es, bosnios musulmanes. El 
epicentro de esta masacre tuvo lugar en Srebenica, donde alrededor de 8000 bosniatas fueron 
asesinados. 

En Kosovo, se libraría, igualmente, una cruenta guerra entre serbios y albano-kosovares 
que llevaría a la intervención de la OTAN, en 1998, para proteger a la población albana, y que 
finalmente desembocaría en un acuerdo con Milosevic, culminando en la resolución 1244 44 . En 
2008, los albanokosovares declararían unilateralmente la independencia. 

Aunque la independencia de las repúblicas de la ex Yugoslavia se resolvió, en la mayoría 
de los casos, de manera conflictiva, la comunidad internacional terminaría por reconocer a 
todas, incluida la República de Kosovo. Cabe mencionar que la confonnación de Yugoslavia 
se llevó a cabo sin tener en cuenta el carácter multiétnico de sus países integrantes -Serbia: 
mayoría ortodoxa; Bosnia: mayoría musulmana; Croacia: mayoría católica-, con lo que estaba 
indisolublemente condenada a desaparecer. 

En 1992, la comunidad internacional y los países pertenecientes a la CE reconocieron a 
Croacia y a Eslovenia como Estados, con lo que Yugoslavia pasaba a ser historia. Sólo Serbia 
y Montenegro mantendrían la denominación hasta 2003, cuando pasaron a designarse Serbia y 
Montenegro, título que perduró hasta 2006, con la independencia de Montenegro. 45 

En el caso de la URSS, su extinción devino a raíz de la llegada al poder de Gorbachov. 
La liberalización y democratización de la EÍRSS se tradujeron en inflación, racionamiento e 
interminables filas que se canalizaron por la vía del nacionalismo. Así, en 1991, se sucederían 
sistemáticamente declaraciones de independencia en toda la URSS, llevándola a su 
desaparición. 15 repúblicas independientes nacieron a partir de ese momento, aunque el logro 
de la autonomía no estuvo exento de conflictos, y, a día de hoy, aún perduran disputas en países 
como Crimea, Chechenia, Osetia del Sur o Abjasia. En cualquier caso la comunidad 
internacional reconoció estos nuevos países y, de hecho, pasaron a integrar la lista de las 
Naciones Unidas 46 . 


43 Naín, M., Bosnia, Serbia y Croacia: la guerra de Yugoslavia en seis minutos. El País, 12 de abril de 2016. 
Consultado el 01/04/2019. Obtenido de: https://elpais.com/elpais/2016/04/12/videos/1460427395_697799.html. 

44 Ver anexo 9. 

45 De los Reyes, M. (s.f.). Los conflictos en los Balcanes. La guerra civil en Yugoslavia y los intereses externos. 
Instituto Galego de análisis y documentación internacional, 4-56. 

46 Seiltz, Max (19 de diciembre de 2016): ¿Por qué fue tan sorpresiva y espectacular la caída de la Unión 
Soviética, uno de los mayores "imperios" que se ha desmoronado en el último siglo?, BBC Mundo, 19 diciembre 
2016. Consultado el 01/04/2019. Obtenido de: https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-37864744. 
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1.2.2. Catalunya, Escocia y Quebec 

Ya se explicado cómo, en el caso de afectación colonial, de acuerdo con el derecho 
internacional, está plenamente justificado el derecho a la libre determinación. Los supuestos 
anteriores obedecen a situaciones excepcionales, donde existía una vulneración fehaciente de 
los derechos de las minorías étnicas, con condena, en algunos casos, de la comunidad 
internacional (situación de Bosnia, Kosovo o Croacia) y que han arrastrado conflictos armados 
(situación del resto de los territorios de la ex Yugoslavia, incluidos los anteriores). Es evidente 
pues, que, ante tales situaciones, la constitución en nación está legitimada. Como también 
estaría legitimada la independencia de los tamiles en Sri Lanka, los kililes en Etiopía o el pueblo 
kurdo. 

El proceso de disolución de la URSS se llevó a cabo de forma más o menos pacífica y 
existió, con carácter general, concierto al respecto, con reconocimiento de la comunidad 
internacional. Bangladesh, por ejemplo, cuando se quiso independizar de Pakistán, se vio 
abocada indefectiblemente a una guerra, con más de un millón de muertos. Gracias a que el 
Gobierno de la India intervino militarmente, se pudo lograr la independencia. Dicha 
independencia fue reivindicaba, por un lado, por las marcadas diferencias culturales y 
lingüísticas existentes, que dificultaban sobremanera la independencia, pero también y en 
mayor medida, por el genocidio perpetrado por el régimen militar paquistaní de Yahya Khan, 
a través de la llamada “Operación Reflector” en marzo de 1971. Se evidencia aquí que la 
soberanía de Pakistán y su posterior reconocimiento también se acogen al derecho 
internacional. 47 

En el caso de Catalunya, Escocia y Quebec, dado que no existe un contexto de 
vulneración sistemática de derechos, ni subyacen la discriminación de minorías étnicas, para 
poder acogerse al derecho de autodeterminación, se precisaría el respaldo del derecho interno 
y del posterior reconocimiento internacional. Si en el seno del derecho intemo, por voluntad 
popular y con aprobación del Gobierno, resultara que una mayoría amplia, haciendo uso de 
métodos democráticos, quisiera acogerse a la independencia, y los Gobiernos respectivos así lo 
concertasen, sería plenamente válido, con el consiguiente respaldo internacional. En cualquier 
caso, para que existiera derecho a la autodetenninación, se precisaría la validez del derecho a 
decidir en el seno del derecho intemo. Y, aunque este derecho existe en Escocia y Quebec, y se 
ha plasmado con la celebración de referéndums, en Catalunya, no existe. Con lo que, si en el 
primer caso el derecho a la autodeterminación podría ser una realidad, en el segundo caso no 
sería factible por el momento. 


2. Sobre el derecho a decidir 

Mientras que existen numerosos textos jurídicos internacionales que apostillan el 
derecho a la libre determinación de los pueblos-incluso el TIJ lo ha caracterizado como erma 
omnes en la Sentencia Portugal v. Australia sobre el asunto de Timor Oriental 48 -, no ocurre lo 
mismo con el derecho a decidir. Ninguna norma jurídica reconoce este derecho. 

Dar legitimidad al derecho a decidir supondría otorgar un reconocimiento ilimitado a 
todas las declaraciones de independencia, abriendo la puerta, por tanto, a que todos los pueblos 


47 Sanyal, S.; Meléndez, D. (traducción), El genocidio olvidado , Project Syndicate (revista de prensa), 
18/03/2011. Consultado el 02/04/2019. Obtenido de: https://www.almendron.com/tribuna/el-genocidio- 
olvidado/. 

48 Caso relativo a Timor Oriental (Portugal contra Australia), donde se esgrime el carácter ineludible que tiene el 
derecho a la libre determinación en el caso de Timor Oriental/Fallo de 30 de junio de 1995, 
http://www.unizar.es/ssalinas/documents/Prctican9.Documenton6.pdf. 
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gozasen de un derecho absoluto a la secesión. Ahora bien, la irrupción en el periodo 
contemporáneo de sucesos como la disolución de Yugoslavia, el hundimiento de la URSS o la 
Guerra Fría, ya analizados en el epígrafe anterior, han dado un giro de 180 grados al derecho 
de autodetenninación en su sentido tradicional, y la puesta en cuestión del derecho de decidir 
como un derecho cuasi absoluto. 

Esta tendencia la ha advertido Carrillo Salcedo (20 1 3) 49 , que la tacha de amenaza para 
la paz y la integridad territorial de las naciones. Una disposición prologada, según dice, por la 
Corte Internacional de Justicia, “que en su Opinión Consultiva de 22 de julio de 2010, sobre la 
Conformidad con el Derecho Internacional de la Declaración Unilateral de Independencia de 
Kosovo, sostuvo que el principio de integridad territorial de los Estados se limita a la esfera de 
las relaciones interestatales, y que la declaración unilateral de 17 de febrero de 2008 no era 
contraria al derecho internacional general”. Le sorprende a Carrillo Salcedo esta opinión, pues 
la Corte no precisó los efectos jurídicos de tal declaración unilateral de independencia. Sin 
embargo, a pesar de esta tendencia creciente, en opinión de Carillo, no existe en el derecho 
internacional contemporáneo el derecho a decidir unilateralmente la secesión: “Esto podría 
darse como un hecho político, pero no como consecuencia del ejercicio de un derecho 
reconocido por el derecho internacional”. Como ejemplo, cita Carrillo la Opinión del Tribunal 
Supremo de Canadá, de 20 de agosto de 1998, en relación con Quebec. 50 


49 Carrillo, J.A., Sobre el pretendido derecho a decidir en el Derecho Internacional contemporáneo, El Cronista 
del Estado social y democrático de Derecho, n° 33, 2013. 

50 Ver anexo 10. 
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III. DIFERENCIAS ENTRE PLEBISCITO, CONSULTA Y REFERÉNDUM 

1. Consulta y referéndum 

Establecer las diferencias entre ambas figuras es una tarea que se perfila complicada, 
pues el ordenamiento jurídico español, aunque sí contempla las figuras del referéndum y la 
consulta, no regula el plebiscito en ningún texto jurídico. A rasgos generales, y de acuerdo con 
el catedrático de Derecho Internacional Privado Juan José Alvarez, el referéndum lleva 
aparejado un censo electoral, mientras que la consulta no tiene por qué ir de la mano de un 
censo ni abarcar la totalidad del cuerpo electoral. Además, la consulta puede realizarse a través 
de diferentes manifestaciones, no siendo obligatoria su expresión en una urna. 

El referéndum aparece citado en la Constitución española para referirse tanto a 
“consultas sobre textos normativos (refonna constitucional de los artículos 167 y 168 o 
reformas estatutarias en los artículos 151.2 y 152.2), como a consultas sobre decisiones políticas 
de especial trascendencia (caso del referéndum consultivo del art. 92, del referéndum de 
iniciativa autonómica del art. 151.1 y del referendo para la incorporación de Navarra al País 
Vasco de la Disposición Transitoria Cuarta)”. 51 

Asimismo, los referéndums pueden tener carácter vinculante, como en el caso ya visto 
de la Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución, o en los referéndums sobre los estatutos 
de autonomía; o pueden tener carácter no vinculante, como en el referéndum sobre la adhesión 
de España a la OTAN del 22 de octubre de 1982 52 , o el referéndum para la ratificación de la 
Constitución española del 6 de diciembre de 1978. 

Por una parte y, con carácter general, los referéndums van referidos a hechos nonnativos 
o políticos ya acometidos (validación de una ley por el pueblo), mientras que las consultas 
suelen sustentarse sobre hechos futuros (conocer la opinión popular sobre una detenninada 
propuesta). 

Por otra parte, desde el punto de vista competencial, la STC 31/2010 “interpretó sobre 
la base del art. 149.1.32 a CE que la competencia de las Comunidades Autónomas sobre 
consultas populares no alcanza al establecimiento y la regulación de los referendos, que 
correspondería al ámbito de las competencias del Estado”. 53 Y es que, según este artículo, es el 
Estado el órgano que posee competencia exclusiva sobre la autorización para la convocatoria 
de consultas populares por la vía del referéndum. 

La necesidad de distinguir entre ambas figuras no aparece hasta 2008, con la aprobación 
de la Ley 9/2008, de 27 de junio, de convocatoria y regulación de una consulta popular al objeto 
de recabar la opinión ciudadana en la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre la apertura 
de un proceso de negociación para alcanzar la paz y la normalización política 54 . A través de 
esta ley se planteaba una consulta con carácter no vinculante, donde todos los ciudadanos con 
derecho de sufragio activo pudiesen manifestar su opinión afirmativa o negativamente sobre las 
siguientes cuestiones: 


51 Sáenz Royo, E. (2016). L a regulación del referendo en el derecho comparado: aportaciones para el debate en 
España. Revista Española de Derecho Constitucional, 108, 123-153. doi: 
http://dx.doi.org/10.18042/cepc/redc.108.04. 

52 Más información en: España en la OTAN: 

http://www.exteriores.gob.es/RepresentacionesPermanentes/OTAN/es/quees2/Paginas/Espa%C3%B1aOTAN.as 

px. 

53 Carrasco, M. (2013). Referéndum versus consulta. Revista de Estudios Políticos (nueva época) 

ISSN: 0048-7694, Núm. 160, Madrid, abril-junio (2013), págs. 13-41. 

54 Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado: https://www.boe. es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2011-14353. 
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a) ¿Está Usted de acuerdo en apoyar un proceso de final dialogado de ¡a violencia, si 

previamente ETA manifiesta de forma inequívoca su voluntad de poner fin a la misma de una 
vez y para siempre? 

b) ¿Está Usted de acuerdo en que los partidos vascos, sin exclusiones, inicien un proceso de 
negociación para alcanzar un Acuerdo Democrático sobre el ejercicio del derecho a decidir 
del Pueblo Vasco, y que dicho Acuerdo sea sometido a referéndum antes de que finalice el año 
2010 ? 

Así, siguiendo esta ley, es necesario diferenciar entre la figura del referéndum, de 
carácter estatal, y la figura de la consulta, subespecie de la anterior, pero de carácter autonómico 
(Carrasco Durán, 2013), necesidad ratificada por la STC 103/2008, que sanciona que el 
referéndum es una especie del género consulta popular. Por tanto, el referéndum sería una figura 
singularizada dentro de un campo más amplio, que es la consulta popular, englobando la 
consulta popular modalidades como las encuestas, audiencias públicas y foros de participación. 
Aunque, en la práctica, gran parte de la doctrina trata igualitariamente referéndum y consulta, 
sin atender a distinciones. 

“El punto de partida a la hora de trazar la línea que separa el referéndum de las demás 
formas de consulta debe ser la Constitución. Si las consultas son el término genérico para 
designar los instrumentos de participación directa que penniten a los ciudadanos expresar su 
opinión sobre asuntos de interés público, parece lógico entender que el referéndum designa un 
tipo singular de consulta, y que solo las consultas para las que la Constitución prevé la 
denominación de referéndum merecen tal consideración” (Carrasco Durán, 2013). 

Por tanto, de aquí se extrae que sólo pueden tildarse de referéndum, de acuerdo con la 
STC 103/2008 aquellos “expresamente previstos en las normas del Estado, incluidos los 
Estatutos de Autonomía, de conformidad con la Constitución”. 


2. Plebiscito 

En cuanto al concepto de plebiscito, la única alusión que se hace en la Constitución 
española se encuentra en la Disposición Transitoria Segunda, cuando expresamente se dice que 
“los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de Estatutos 
de Autonomía” (Sáenz Royo, E. 2016). Lo cierto es que la distinción entre referendo y 
plebiscito es “históricamente reciente, geográficamente francesa e intelectualmente confusa” 
(Sáez Royo E., 2016, cit. López González, 2005). 

No hay unanimidad tampoco en la doctrina respecto al carácter vinculante de los 
plebiscitos, de lo que se extrae que los plebiscitos no tienen por qué ser vinculantes, ya que 
depende de la categoría de plebiscito. La figura del plebiscito tiene un origen añejo. La palabra 
plebiscito proviene de la raíz latina plebis citium , que significa llamamiento a la convocatoria 
de la plebe para su pronunciamiento. Y es que los referendos, tal y como los conocemos en la 
actualidad, no son sino una evolución de los plebiscitos. 

La dificultad de trazar diferencias entre ambas figuras se plasma en la RAE, que define 
plebiscito como “la consulta que los poderes públicos someten el voto popular directo para que 
apruebe o rechace una determinada propuesta”. Habría que recurrir a autores clásicos para 
acceder a una definición clara. 

Autores como Biscaretti di Ruffia consideran que el ténnino plebiscito engloba 
pronunciamientos del “cuerpo electoral en relación con un hecho, acto político o medida del 
gobierno, reservando la denominación de referendum para la manifestación del cuerpo electoral 
respecto a un acto normativo” (Sánchez Royo, E., 2016 cit. Biscaretti di Ruffia, 1982). 


24 



Derecho a decidir y derecho de autodeterminación: Ana Rebollo Gómez-Coronado 

Cataluña, Escocia y Quebec 

En esta línea se pronuncian también autores como Manuel García Pelayo, quien 
considera que plebiscito es “la consulta al cuerpo electoral sobre un acto o decisión de 
naturaleza política, en el genuino sentido del término, mientras que el referéndum se reserva 
para el pronunciamiento sobre un acto normativo”. La mayor parte de la doctrina es partidaria 
de esta interpretación (K. Loewenstein, Presno Linera...) 55 . 

Manifestaciones de plebiscito han existido incluso durante el franquismo, aunque 
recibieran la denominación de referéndum. La última modalidad de plebiscito la incorporó el 
Gobierno de Cataluña presidido por Artur Mas, en las elecciones autonómicas de 2015, quien 
consideró que si los electores votaban mayoritariamente a favor de los partidos nacionalistas, 
ello significaría que el independentismo quedaría legitimado. Aunque esta categoría 
plebiscitaria fue ilegal, dado que entre las competencias de las Comunidades Autónomas no 
entra declarar la independencia ni la ruptura del Estado Español. 56 


55 Sobre el plebiscito, guía jurídica WoltersKluwer: 

http://guiasjuridicas.wolterskluwer.es/Content/Documento.aspx7paramsMI4sIAAAAAAAEAC10wWrDMAz9 
Gx9LSmHs4kuSHQrbGJ0ZvcqOSMRcK7OUrP77uk0FQu89nqT3t2AuDq9q54ieJJCykZI41YtleUGj4MU2BoI 
uEHs Odn_HtKIDX3 XOA- 

a2VKSsEE8o9mBk4v9PWGkEJU4t5O0UDYN9Ozí32h9emlezYpZqsD80YH0E43Te23d_CBC0nHSzPFYVz3z 

r-u7TXdlRvuBChs9QRqxphCEHKYvqOSYKBDvQObrU24XlfrOa_p-cBNinTOodhAxDc- 

gN9PgOoEVAQAAWKE. 

56 Luna, Victoria, Los independentistas ganan las elecciones del 27-S, pero pierden el plebiscito, elecciones 
catalanas de 2015, 20Minutos edición Online, consultado el 29/12/2018: 

https://www.20minutos.es/noticia/2564483/0/resultados-elecciones-27s-cataluna/jomada-electoraEescmtinio- 

votos-escaños/. 


25 



Derecho a decidir y derecho de autodeterminación: Ana Rebollo Gómez-Coronado 

Cataluña, Escocia y Quebec 

IV. MODELOS DE ESTADO Y LEYES QUE AFECTAN A LA INDEPENDENCIA 

1. Modelo de Estado canadiense 

Para explicar el federalismo en Canadá hay que remontarse a 1860, y al entonces 
denominado Dominio de la Norteamérica británica, nombre con el que fue bautizada la Canadá 
de entonces, que englobaba todos los territorios de la actual Canadá. El federalismo parecía la 
mejor manera de satisfacer los intereses de los católicos francófonos y de los protestantes 
anglófonos. 

El Acta de Norteamérica Británica también instituyó un sistema de control sobre las 
provincias, consistente en colocar un vicegobernador en cada una de ellas con capacidad de 
veto sobre las leyes provinciales. Por eso, algunos autores prefieren referirse a la organización 
estatal canadiense como un modelo cuasi federal, “con unas relaciones entre las provincias y el 
gobierno central cercanas a las que mantenía la metrópoli con las colonias”. 57 

La provincia francófona de Quebec aceptó esta unión por varias razones. En primer 
lugar, tanto el francés como el inglés se mantuvieron como lenguas cooficiales. En segundo 
lugar, porque se respetó el credo de las escuelas católicas, y la educación pasó a ser competencia 
exclusiva de las provincias. Y, en tercer lugar, porque se pennitió a las provincias francófonas 
conservar su propio derecho civil, al margen del cominon law británico, que sería aplicado sólo 
en las provincias anglófonas. 

Esa capacidad de veto limitadora de la capacidad de maniobra de las provincias se fue 
extinguiendo paulatinamente, constatándose su último uso a principios del siglo XX, en el 
asunto de la isla del Príncipe Eduardo. A la erradicación del poder de veto hay que sumar la 
jurisprudencia del Comité Judicial del Consejo Privado de la Corona, la instancia judicial más 
elevada de Canadá hasta 1949, que realizó una interpretación de la cláusula “Peace, Order and 
Good Government of Cañada”, cláusula recogida en la Ley Constitucional de 1867, favorable 
a las provincias, afirmando que “las provincias y el Dominio son iguales en sus esferas 
respectivas, sin que unas estuvieran subordinadas al otro, porque la legislatura provincial es 
suprema y tiene la misma autoridad que el Parlamento imperial o el Parlamento del Dominio 
tendría en similares circunstancias (Ruiz Robledo, A, 1990)”. 

Poco a poco, fue poniéndose de manifiesto una suerte de federalismo cooperativo, 
instrumentado principalmente a través de las conferencias intergubernamentales, donde las 
entidades políticas estatales pactaban su actuación con las entidades políticas provinciales. Este 
federalismo cooperativo también se orquestó mediante reuniones entre los equipos técnicos de 
los diferentes niveles de la Administración, de cara a la planificación de programas conjuntos, 
instalación de delegaciones provinciales en el Parlamento estatal para la regulación de asuntos 
regionales, así como la concesión de incentivos por la vía de las subvenciones, de la federación 
a las provincias, ligados al cumplimiento de objetivos concretos. 

En palabras de Ruiz Robledo (1990), aunque este esquema responda mejora las 
necesidades del Estado de bienestar moderno, lo cierto es que limita la autonomía provincial, 
incomodando a provincias como Quebec. Con la llegada de la década de las 60 y la revolución 
tranquila, se puso fin a la hegemonía de la Unión Nacional, que hasta entonces había gobernado 
de manera prácticamente ininterrumpida desde 1944, y se amplió la brecha entre las sociedades 
francófona y anglófona, lo que llevaría a la victoria del Partí Québécois en 1976, liderado por 
René Lévesque. El PQ, cuya consigna era la independencia, vio su proyecto naufragar en el 
referéndum de 1980, donde la población canadiense expresó su negativa a negociar con Ottawa 
un estatus jurídico diferente para Quebec. 

57 Ruiz, A. Canadá, un federalismo casi olvidado. Revista de Estudios Políticos (Nueva Época) 

Núm. 69. Julio-Septiembre 1990. 
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Sin embargo, la derrota sirvió para replantear el modelo territorial de Canadá. El primer 
ministro canadiense Pierre Trudeau propuso una reforma constitucional para poner fin la 
paradoja de que el Gobierno británico fuera el único competente para modificar la Constitución 
canadiense. Con el apoyo de nueve provincias anglófonas y el Gobierno central, se dictó la Ley 
Constitucional del Canadá en 1982. Esta ley estableció una Declaración de Derechos y modificó 
ligeramente el catálogo competencias. Sin embargo, dotó de gran rigidez a los mecanismos de 
reforma. De hecho, se suprimió el derecho de veto de Quebec, desatando una gran oposición en 
la sociedad quebequesa, aunque esto no impidió que la ley fuese aprobada. 

Con el Pacto Constitucional de 1987, titulado Acuerdo de Lake Meech, se reconoce a 
Quebec como una sociedad diferenciada dentro de Canadá, se establece la obligatoriedad de la 
unanimidad en el procedimiento de refonna ordinario de la Constitución, y se dispone que, en 
caso de vacante en el Tribunal Supremo, tres miembros serían elegidos por el Gobierno central 
entre los juristas propuestos por el Gobierno de Quebec, y los otros seis serían escogidos entre 
los juristas sugeridos por el resto de Gobiernos provinciales. 


1.2. Capacidad soberana de los territorios 

La Constitución canadiense, aunque no reconoce el derecho de secesión unilateral, sí que 
da cabida a la celebración de referéndums sobre la independencia-sin que el resultado sea, en 
ningún caso, vinculante, y siempre que se cumplan una serie de requisitos-, como ya han puesto 
de manifiesto los referéndums de 1980 y 1995-algo que no es posible en el caso de las 
Constituciones inglesa y española-. Lo que ocurre es que el mecanismo para ejercer el derecho 
de autodeterminación se encuentra parapetado por un dictamen de la Corte Suprema que acota 
en gran medida la potencialidad soberana de los territorios. 

Dicho dictamen, que analizaré más adelante, concluye que Quebec no tiene derecho a la 
autodeterminación unilateral, sino que solo tiene derecho a iniciar negociaciones con el 
Gobierno federal, a fin de llegar a un acuerdo para separarse. Dichas negociaciones han de estar 
precedidas de un referéndum con una pregunta clara y, en cualquier caso, la negociación no 
tiene por qué conducir a la independencia si no había entendimiento entre Quebec y Ottawa. 58 

Como sentenció en su momento Pierre Elliot Trudeau, cuando fue preguntado por René 
Lévesque por su respuesta en caso de que la mayoría de los quebequenses votaran sí en el 
referéndum de 1980, sería como “si el 100 por cien de los ciudadanos de Newfoundland 
hubieran votado a favor de negociar el contrato de electricidad con Quebec. Tú estás obligado, 
en nombre de la democracia, a respetar la voluntad de Newfoundland, no? Es obvio que este 
tipo de lógica no funciona. Los deseos de los quebequeses deben expresarse a través de un 
proceso democrático, pero no pueden atar a personas de otras provincias que no han votado lo 
que Quebec ha decidido”. 59 


1.3. Leyes con efectos en Quebec 
A) Acta de Constitución de 1867 

El Acta Constitucional de 1867, también conocido como Acta de Norteamérica Británica 
-British North America Act-, fue decretada por el Parlamento británico, y por ella se establecía 
el Dominio de Canadá, configurado a partir de la fusión de las entonces provincias de Canadá, 


58 Claudio de Ramón, J., Tres vías canadienses, Tribuna, El País edición online, 12/09/2016. Consultado el: 
01/01/2019. Obtenido de: https://elpais.com/elpais/2016/09/09/opinion/1473410044_974543.html. 

59 Trudeau, P.E., Transcript of a speech given by the Right Honourable Pierre Elliott Trudeau at the Paul Sauvé 
Arena in Montreal on May 14, 1980. [Ottawa]: Office of the Prime Minister, 1980. 15 p. 
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Nueva Escocia y Nuevo Brunswick. Canadá se dividía a partir del acta en cuatro provincias, 
denominadas Ontario, Quebec, Nueva Escocia y Nuevo Brunswick. El Acta explica la 
delimitación geográfica de cada provincia y el reparto de competencias. 

El Gobierno y la autoridad de Canadá recaían en la Reina de Inglaterra. Se creaba un 
Consejo Privado de Canadá-Privy Council for Canada-para asesorar y ayudar al Gobierno de 
Canadá, inspirado en el “estilo de la Reina de Inglaterra”. La sede del Gobierno de Canadá sería 
Ottawa. Sobre esta ley se basó la Constitución de Canadá hasta 1982. 60 


B) Estatuto de Westminster (1931) 

El Estatuto de Westminter de 11 de diciembre de 1931 fue una ley británica que definió 
los poderes del Parlamento canadiense. Garantizó a las antiguas ex colonias plena capacidad 
para legislar, excepto en aquellas áreas que permanecían subordinadas a Gran Bretaña. Dio 
validez a ciertas resoluciones tomadas por las Conferencias Imperiales celebradas entre 1925 y 
1930 y otorgó a Canadá el control sobre sus asuntos exteriores. 

En su contenido destaca que “el Parlamento de un Dominio goza de plenos poderes para 
hacer leyes, incluso aquellas que abarquen operaciones extraterritoriales”. Ninguna ley del 
Parlamento del Reino Unido puede extenderse a un Dominio, a menos que expresamente se 
declare en esa ley que ese Dominio ha pedido y consentido la norma en cuestión. 

Con respecto a la monarquía, una vez comenzados los efectos el Estatuto, “cualquier 
alteración en la ley atinente a la Sucesión al Trono, al estilo real y títulos relacionados requerirán 
la aprobación, además de los parlamentarios de todos los Dominios, del Parlamento del Reino 
Unido”. 

El Estatuto también permitió que Canadá pudiera crear leyes de forma autónoma, incluso 
si estas chocaban con la regulación británica y entablar acuerdos con otros países. Aunque 
seguía existiendo un obstáculo enorme: Canadá precisaba el permiso de Reino Unido para 
añadir normas a su Constitución. 


C) Ley de Canadá (1982) 

La Ley de Canadá, también conocida como Acta Constitucional de 1982, determinó la 
completa independencia del mando británico, al consagrar la repatriación de la Constitución 
canadiense. Fue ratificada por todas las provincias, con la excepción de Quebec. La Corte 
Suprema de Canadá, en la Sentencia sobre el veto de Quebec, dictaminó que, a pesar de la 
oposición de Quebec, la ley sería probada, pues ni esta ni ninguna provincia tenía reconocido 
ningún poder de veto. 

El Capítulo I recoge la actual Carta de Derechos y Libertades de Canadá -Canadian 
Charter of Rights and Freedoms-. Garantiza los derechos de la población aborigen, pues en el 
art. 15.1 de la Canadian Charter of Rights and Freedoms puede leerse que “toda persona es 
igual ante la ley y tiene derecho a la misma protección e iguales beneficios sin discriminación 
y, en particular, sin discriminación basada en la raza, origen nacional o étnico, color, religión, 
sexo, edad, discapacidad física o mental”. 

En su Parte II, referente específicamente a los derechos de la población aborigen, la 
Constitución especifica que se consideran aborígenes las “personas indias, inuit y métis de 


60 Constitution Act, 1867. Extraído de: https://laws-lois.justice.gc.ca/eng/Const/page-l.html. 
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Canadá”. La Ley de Canadá también establece el procedimiento de reforma de la Constitución 
en su parte V. 61 

Asimismo, el artículo 16.1 establece que el “inglés y el francés tienen el mismo estatus 
y los mismos derechos y privilegios en su uso en todas las instituciones del Parlamento y 
Gobierno de Canadá”. Y el apartado VII reconoce en el art. 52.1 que “la Constitución de Canadá 
es la ley suprema de Canadá y cualquier ley que sea incompatible con las disposiciones de la 
Constitución no tiene fuerza ni efecto”. 


D) Amendingformula 

Dentro del Acta Constitucional de 1982 se creó un apartado destinado a regular el 
procedimiento para reformar la Constitución. Este procedimiento recibió el nombre de 
Amending Lomuda. Marcó un hito histórico, pues posibilitó enmendar la British North 
America Act. La Amending Lomuda establece varios procedimientos de reforma, en función 
del asunto que sea objeto de modificación: 

• El primer procedimiento está regulado en la sección 38 de la Constitución de 
1982 y recoge la fórmula general de reforma. Requiere la aprobación del Senado, de la Cámara 
de los Comunes y de las asambleas legislativas de, al menos, dos tercios de las provincias con, 
al menos, el 50 por ciento de la población de todas las provincias. Esta regla (two thirds 50% 
fonnula en inglés), modifica la fórmula 750, existente hasta ese momento, y que requería el 
consentimiento de 7 provincias que sumaran, al menos, el 50 por ciento de la población de todas 
las provincias, 

• En segundo lugar, se encuentran las excepciones a la fórmula anterior, 
localizadas en la Sección 41, y referidas a ciertas materias tasadas -cambios que afectan a la 
Casa de la Reina, Gobernador General, uso del inglés o francés, composición del Tribunal 
Supremo de Canadá, el derecho de las provincias a un número de representantes en la Cámara 
de los Comunes, no inferior al número de representantes en el Senado-. En estos casos se 
precisa el consentimiento unánime del Senado, la Cámara de los Comunes y las asambleas 
legislativas de las provincias. 

• En tercero lugar, encontramos otra excepción a la fórmula 750, que concierne a 
disposiciones que afectan a una o más provincias, como sería el caso de alteraciones de los 
límites de las provincias o modificaciones en el uso de la lengua en una provincia. En este caso, 
se requiere el consentimiento del Senado, de la Cámara de los Comunes y de las asambleas 
legislativas de las provincias afectadas por la refonna. 

• En cuarto lugar, la sección 44 autoriza reformas de la Constitución que tengan 
relación con el Gobierno de Canadá, con el Senado, con la Cámara de los Comunes o que 
afecten a asuntos referidos a las secciones 41 y 42 de la Constitución. Las reformas del art. 44 
son competencia exclusiva del Parlamento de Canadá. 

• La última excepción a la primera fórmula es la de la sección 4. Esta disposición 
autoriza con carácter exclusivo a la asamblea legislativa de cada provincia para refonnar leyes 
de la Constitución de esa provincia. Esta fórmula requiere el consentimiento unánime de la 
asamblea legislativa de la provincia. 

Otra novedad que incorporó la Amending Formula es el principio de compensación, 
ideado para aquellos casos en que la reforma de la Constitución implique una transferencia de 


61 Véase: https://web.archive.org/web/2006042701 1140/http://laws.justice.gc.ca/en/const/index.html. 
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competencias, de la provincia al Parlamento de Canadá, o en los que la provincia no quiera 
participar en un plan nacional que proyecte sus efectos en ella, como la construcción de una 
autopista interprovincial. Tal y como reza el art. 40, esta “justa compensación” sería aplicable 
solo cuando la provincia expresara su disconformidad. 62 


E) Sentencia sobre el veto de Quebec (1982) 

Fue emitida en 1982 por la Corte Suprema de Canadá, en respuesta a la objeción 
planteada por la provincia de Quebec con respecto a la repatriación y enmienda de la 
Constitución. Entre el 2 y el 5 de noviembre del año anterior, el Gobierno de Canadá y los 
Gobiernos de las diez provincias se reunieron para tratar de lograr un acuerdo sobre la 
repatriación de la Constitución, así como para dotar a Canadá de una Carta de Derechos y una 
fónnula de reforma. El 5 de noviembre, nueve de las diez provincias ratificaron un acuerdo, 
pero Quebec se desmarcó. 

Esto desató ciertas dudas, ya que, por un lado, existía un convenio en Canadá que exigía 
el consentimiento unánime de las diez provincias en caso de refonna constitucional. Y, por el 
otro, Quebec tenía reconocida la capacidad de veto sobre cualquier refonna de la Constitución 
que afectase a la competencia legislativa de las provincias, o al estatuto o papel de su asamblea 
legislativa o gobierno dentro de la federación de Canadá, en virtud del principio de dualidad. 

La Corte de Apelaciones rechazó en la Sentencia la necesidad de consentimiento 
unánime, puesto que la Corte Suprema ya había excluido este requisito en otra sentencia previa 
-First Reference-. Y denegó también la capacidad de veto de Quebec, amparándose en la 
igualdad de todas las provincias, y en que, ni el Gobierno de Canadá, ni ninguna de las 
provincias ha reconocido que Quebec tuviera alguna capacidad de veto a la hora de reformar la 
Constitución, cuando este poder no se le reconoce a ninguna otra provincia. Con lo que el alto 
tribunal dictaminó que “Quebec no tiene un poder de veto convencional sobre reformas 
constitucionales que afectan a la competencia legislativa de la provincia”. 63 


F) Acuerdo de Quebec de 12 de junio de 1995 

En dicho acuerdo, las fuerzas políticas Partí Québécois, Bloc Québécois y Action 
Démocratique du Québec decidieron unir sus fuerzas para que, en el referéndum de 1995, los 
quebequeses pudiesen votar a favor de un cambio real: lograr la soberanía de Quebec, y una 
propuesta formal para conseguir una nueva asociación económica y política con Canadá, 
dirigida, entre otras cosas, a consolidar el espacio económico existente. 

Según el texto del acuerdo, la iniciativa recoge el reclamo de una “inmensa mayoría de 
quebequeses” que rechaza el statu quo canadiense. Responde a la demanda de autonomía por 
parte de la sociedad, pues se habla en el texto de potestad para recaudar los impuestos, aprobar 
todas las leyes y firmar tratados. El proyecto también “refleja el deseo de los quebequeses de 
mantener lazos equitativos y flexibles con Canadá”, para poder administrar conjuntamente el 
espacio económico común, sobre todo en términos de instituciones comunes, incluyendo 
espacios de naturaleza política. 

En caso de obtener una victoria en el referéndum a favor a la soberanía, según el escrito 
del acuerdo, “la Asamblea Nacional estará facultada para proclamar la soberanía de Quebec, y 


62 Amending formula proposal, 1987. Obtenido de: 

https://www.solon.org/Constitutions/Canada/English/Committees/Meech_Lake_1987/mlr-chl3.html. 

63 Véase: https://scc-csc.lexum.com/scc-csc/scc-csc/en/item/5530/index.do. 
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el Gobierno estará obligado a proponer a Canadá un tratado sobre una nueva asociación política 
y económica para consolidar, entre otras cosas, el espacio económico existente”. 

De hecho, la pregunta del referéndum, dice, debía incluir dos elementos: el acceso a la 
soberanía, que sería alcanzada “después de un acuerdo basado en un tratado de colaboración”, 
y el tratado. Y se asegura que “las nuevas reglas y la realidad del mercado internacional 
permitirán un Quebec soberano, aun sin asociación formal con Canadá sería posible acceder a 
mercados externos, incluyendo el espacio económico canadiense”. 64 

El contenido del acuerdo claramente se extralimitaba en las competencias de Quebec, 
puesto que abría la puerta a la soberanía sin pasar por los procedimientos adecuados, de ahí que 
el asunto se llevara a los tribunales, culminando con la sentencia Bertrand v. Quebec. 


G) Bertrand v. Quebec (1995) 127D.L.R. (4th) 40 

Esta esclarecedora sentencia es fruto de una impugnación llevada a cabo por un 
ciudadano particular, Guy Bertrand, contra el Gobierno de Quebec, debido a que este había 
presentado un proyecto de ley, el 12 de junio de 1995, que investía a las asambleas legislativas 
de poder para declarar la soberanía de Quebec, saltándose el procedimiento previsto en la 
Constitución. 

El demandante declaró que el Gobierno de Quebec atentaba gravemente contra el orden 
público, al utilizar los poderes de las asambleas legislativas para proclamar unilateralmente la 
independencia, lo que, equivalía, según él, en la práctica, a un verdadero golpe de estado 
constitucional y parlamentario, pues buscaba destruir la unidad nacional y la integridad 
territorial de Canadá. 

A lo que el tribunal respondió declarando la inconstitucionalidad del proyecto, pues la 
provincia de Quebec no podía declarar de manera unilateral la independencia saltándose los 
procedimientos de reforma previstos en la Constitución. 65 


H) Reference Re Secession of Quebec (1998) 

La Reference Re Secession of Quebec fue un dictamen emitido por el Tribunal Supremo 
de Canadá el 20 de agosto de 1998, por el que este respondía a una serie de preguntas planteadas 
por el Gobierno federal de Canadá. Las consultas eran las siguientes: 

“I a . ¿La Asamblea Nacional, la Asamblea Legislativa o el Gobierno de Quebec pueden, 
en virtud de la Constitución de Canadá, proceder unilateralmente a la secesión de Quebec de 
Canadá? 

2 a . ¿La Asamblea Nacional, la Asamblea Legislativa o el Gobierno de Quebec poseen, 
en virtud del Derecho internacional, el derecho de proceder unilateralmente a la secesión de 
Quebec de Canadá? A este respecto, en virtud del Derecho internacional, ¿existe un derecho de 
autodeterminación que proporcionaría a la Asamblea nacional, o al Gobierno de Quebec el 
derecho de proceder unilateralmente a la secesión de Quebec del Canadá? 


64 Texto completo: https://www.sfu.ca/~aheard/billl. html#ANNEX. 

65 Bertrand v. Québec (Procureur general); 1995 CarswellQue 131, 127 D.L.R. (4th) 408, [1995] R.J.Q. 2500, 
J.E. 95-1737. Obtenido de: https://es.calameo.corn/read/000111790812e7f221539. 
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3 a . En caso de conflicto entre el Derecho interno y el Derecho internacional sobre el 
derecho de la Asamblea Nacional, la Asamblea Legislativa o el Gobierno de Quebec a efectuar 
unilateralmente la secesión de Quebec de Canadá, ¿cuál tendría prioridad en Canadá? 

En relación con la primera pregunta, dice el Tribunal Suprema de Canadá que la 
democracia “es más que la simple regla de la mayoría”. Y es que las voces a favor de la secesión 
aducen el principio de la democracia como principal argumento de apoyo, sin tomar en cuenta 
otros como los principios de federalismo, democracia, imperio de la ley y respeto de las 
minorías -principios pronunciados de nuevo en la Clarity Act del año 2000- 

E1 Tribunal Supremo de Canadá argumenta que la provincia de Quebec no podría, 
“aunque el resultado del referéndum fuera claro, apelar a un derecho de autodeterminación para 
imponer al resto de Canadá las condiciones de un proyecto de secesión”. El principio de la 
democracia no puede prevalecer por encima de los restantes derechos antedichos. 

No existe un derecho a la secesión en democracia, reza el alto tribunal, aunque en caso 
de que una mayoría clara en Quebec se mostrara partidaria de la secesión, siempre que se 
respetaran todos los principios manifestados, que, al fin y al cabo, son “obligaciones 
constitucionales contraídas”, nada impediría al Estado aceptar dicha voluntad, que iría 
acompañada de una reforma de la Constitución, al no regularse de momento ese derecho; y de 
negociaciones conducentes a garantizar los derechos del resto de provincias, del Gobierno 
federal, de Quebec, de todos los canadienses dentro y fuera del territorio y de las minorías. En 
cualquier caso, no existe un mandato de negociar, ya que esta facultad es completamente 
discrecional. 

El Tribunal Supremo finaliza indicando que son los sujetos políticos del país quienes 
tendrán que concretar en qué consiste una “mayoría clara” y qué se entiende por “pregunta 
clara”, ya que no se pronuncia al respecto para “no usurpar las prerrogativas de las fuerzas 
políticas que actúan en ese marco”. 

En relación con la segunda pregunta, dice el Tribunal Supremo que los defensores de la 
secesión se amparan en el derecho de autodetenninación reconocido a todos los pueblos. 
Recuerda el tribunal que este derecho solo rige en los supuestos de pueblos sometidos a dominio 
o yugo colonial, dominación u ocupación extranjera y restricción del derecho a la autonomía 
en el Estado del que el territorio fonna parte. 

No se puede olvidar que el Estado también “tiene derecho a mantener su integridad 
territorial”, siendo este un derecho reconocido a estala internacional, y que Quebec “no es un 
pueblo, ni colonizado, ni oprimido, y no se impide el acceso real de los quebequeses al Gobierno 
para asegurar su desarrollo político, económico, social, cultural”. Por eso, al amparo del 
Derecho internacional, el Gobierno de Quebec no tiene derecho a declarar la secesión 
internacional. Y, respondiendo a la tercera pregunta, no existe contradicción alguna entre 
derecho intemo e internacional 66 . 


I) Clarity Act (Ley de Claridad del 2000) 

La Ley de Claridad del 2000 tiene su razón de ser en el referéndum de 1995, 
caracterizado por plantear una pregunta ambigua (“¿Está usted de acuerdo con que Quebec pase 
a ser soberano, después de haber hecho una oferta formal a Canadá para forjar una nueva 


66 Reference re Secession of Quebec, [1998] 2 S.C.R. 217. Obtenida de: https://scc-csc.lexum.com/scc-csc/scc- 
csc/en/item/1643/index.do. 
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asociación económica y política, en el ámbito de aplicación del proyecto de ley sobre el futuro 
de Quebec, y del acuerdo firmado el 12 de junio de 1995?”). 

Dicho referéndum llevó al ministro de Asuntos Intergubernamentales Stéphane Dion, 
designado por el entonces primer ministro de Canadá Jean Chrétien, a redactar varias cartas 
abiertas cuestionando varias de las afirmaciones emitidas por el primer ministro de Quebec 
Lucien Bouchard, que, entre otras cosas, había asegurado que una potencial declaración 
unilateral de independencia escenificada por Quebec sería compatible con el derecho 
internacional, o que una mayoría del 50 por ciento más uno sería suficiente para legitimar la 
independencia. 

La Clarity Act dilucidó todos los interrogantes recogidos por Stéphane Dion y, además, 
esclareció las condiciones en que debía celebrarse un referéndum y lo dotó de mayores 
mecanismos de control. El preámbulo de la ley recordaba que la Corte Suprema ya había 
confirmado “la ausencia de amparo legal en el derecho internacional o en la Constitución de 
Canadá para que la Asamblea Nacional, Asamblea Legislativa o Gobierno de Quebec dé 
efectividad a la secesión de la provincia Quebec de Canadá de forma unilateral”. 

Y ratifica cómo “la Corte Suprema ha determinado que el resultado de un referéndum de 
secesión de una provincia de Canadá debe estar exento de ambigüedad, tanto en términos de la 
pregunta planteada, como en ténninos del apoyo que se necesita para que el resultado sea la 
expresión de la voluntad democrática que origine la obligación de entrar en negociaciones 
conducentes a la secesión”. El motivo de este apartado es evitar preguntas capciosas, 
características de los dos referéndums pasados. 

La ley desvirtúa la regla de la mayoría simple, tan defendida por Bouchard para legitimar 
la secesión, pues se precisa para dar viabilidad a la secesión de una “clara mayoría”, así como 
de “una evaluación cualitativa” para detenninar si existe esa clara mayoría. Además, para que 
la secesión de una provincia sea legal, habría que refonnar la Constitución, y dicha refonna 
conllevaría necesariamente negociaciones sobre la secesión. Negociaciones que deberían 
comprometer, al menos, “a los Gobiernos de todas las provincias y al Gobierno de Canadá, 
estando esas negociaciones regidas por los principios de federalismo, democracia, 
constitucionabdad, primacía del derecho la protección de las minorías”. 

“La Cámara de los Comunes juega un importante papel a la hora de establecer qué 
constituye una cuestión clara y una mayoría suficiente para que el Gobierno de Canadá entre 
en negociaciones sobre la secesión de una provincia de Canadá”. Además, la Cámara de los 
Comunes dispone de un plazo de 30 días para examinar la pregunta del referéndum y determinar 
si es clara, plazo que comienza a correr desde que el Gobierno de la provincia presenta en la 
Asamblea de la provincia la pregunta que pretende someter a los votantes (art. 1 de la Clarity 
Act). 

En caso de producirse un referéndum, no se tomaría en cuenta la voluntad mayoritaria 
de la provincia de separarse del país si: 

La pregunta del referéndum se centra solamente en el mandato de negociar, sin expresar si 
la provincia desea dejar de formar parte de Canadá. 

La pregunta del referéndum prevé otras posibilidades, además de la secesión de la provincia, 
como acuerdos económicos o políticos con Canadá, que oscurecen la expresión directa de 
la voluntad de la población de la provincia (art. 4). 

El Gobierno de Canadá podría no entrar en negociaciones con el Gobierno de la 
provincia si la Cámara de los Comunes determina que la pregunta del referéndum no es clara, 
lo que llevaría aparejado que no resulta una expresión clara, ni de la voluntad mayoritaria de la 
provincia, ni de la voluntad de secesión de la misma (art. 6). 
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Para concluir que existe una voluntad clara de una mayoría de la población de la 
provincia de dejar de fonnar parte de Canadá, la Cámara de los Comunes puede tener en cuenta: 

El número de votos válidos expresados a favor de la propuesta de secesión. 

El porcentaje de votantes inscritos en el referéndum. 

Cualquier otro asunto o circunstancia que se considere relevante. 

Como resumen de la ley, se extrae, por consiguiente, que no existe, ni al amparo del 
derecho, ni de ningún artículo de la Constitución de Canadá la posibilidad de efectuar 
unilateralmente la secesión de una provincia de Canadá, con lo que la secesión de una provincia 
requeriría la modificación de la Constitución, lo que, a su vez, requeriría negociaciones entre, 
al menos, los Gobiernos de todas las provincias y el Gobierno de Canadá. 

Además, ningún ministro podrá proponer una reforma constitucional para dar efecto a la 
secesión de la provincia si el Gobierno de Canadá no ha trazado, en el marco de las 
negociaciones, las condiciones de la secesión aplicables, especialmente la división del activo y 
del pasivo, cambios que afecten a la frontera de la provincia, derechos, intereses o 
reivindicaciones territoriales de la población aborigen de Canadá y protección de los derechos 
de las minorías. 67 


2. Modelo de Estado español 
2.1. El Estado de las Autonomías 

Según el art. 137 CE, “el Estado se organiza territorialmente en municipios, en 
provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan 
de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses”. Este artículo estructura la 
organización territorial de España, configurándolo como un país de corte autonómico. 

La apertura al proceso autonomista tuvo lugar tras cuatro décadas de franquismo, cuando 
a partir de 1976, se inició la transición a la democracia en España, incorporando una monarquía 
parlamentaria y reconociendo el derecho de las regiones a la autonomía. La preferencia por un 
modelo descentralizado respondió a la demanda social del momento y a un rechazo frontal del 
centralismo, así como a una concienciación del sentimiento autonomista, tan arraigado en los 
siglos XIX y XX, ligado a la asunción de una identidad propia y diferenciada del resto de 
España, patente en Cataluña y País Vasco. 

Así, se reconocía, por un lado, el derecho de los diferentes territorios a constituirse en 
comunidades autónomas, y por otro, la indisoluble unidad del Estado español, consagrada en el 
art. 2 CE, reconociendo, asimismo, que la soberanía reside únicamente en el pueblo español 
(art. 1.2). 

Las primeras Comunidades Autónomas que se constituyeron fueron las de País Vasco y 
Cataluña, el 18 de diciembre de 1979, seguida por Galicia, el 6 de abril de 1986, puesto que, de 
acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda, como estos territorios habían “plebiscitado 
afirmativamente proyectos de Estatutos de Autonomía”, y contaban, al tiempo de promulgarse 
la Constitución con regímenes provisionales de autonomía, podían proceder inmediatamente en 
la forma prevista en el art. 148.2 CE para acceder al autogobierno. Aunque, en estos casos, se 
aplicó la excepción prevista en el art. 151.2 (vía rápida). 

El Estado de las Autonomías, que en la práctica goza de muchas similitudes con el 
federalismo, ha fúncionado relativamente bien desde su puesta en marcha, aunque se han puesto 
de manifiesto algunas disfunciones que precisan solución. Desde hace años, los soberanismos 


67 Clarity Act, S.C. 2000, c. 26. Obtenido de: https://laws-lois.justice.gc.ca/PDF/C-3L8.pdf. 
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vasco y catalán mantienen un pulso irresoluble con el Estado, cuyo desenlace se ve lejano. Dan 
cuenta de ello el intento de reconocimiento de la denominación de “pueblo vasco” en el “Plan 
Ibarretxe”, rechazado en 2005; o el auge implacable a escala política del nacionalismo catalán 
a partir de 2006, con una reforma del Estatuto catalán con evidentes connotaciones soberanistas, 
rechazado por el Tribunal Constitucional en 2010. 68 


2.2. Capacidad soberana de los territorios 

Dado que la soberanía reside en el pueblo español, y dado que la nación española se 
fundamenta en la unidad indisoluble, de acuerdo con el Título Preliminar, no sería posible, ni 
convocar un referéndum de autodeterminación, ni proclamar la independencia de un territorio, 
salvo que se practicase una refonna constitucional, que de hacerlo, sería agravada -art. 168 
CE 69 -, por afectar al Título Preliminar. Así, además, lo han determinado las STC/103/2008, la 
STC 42/2014 o las SSTC 31 y 32/2015. 

2.3. Leyes con efectos en Cataluña 

A) Sentencia del Tribunal Constitucional español 31/2010 sobre el Estatuto de Autonomía de 
Cataluña 

Esta sentencia es de vital importancia, pues por primera vez en la historia de la 
democracia española, el Tribunal Constitucional se pronuncia sobre un Estatuto de Autonomía, 
en este caso, el Estatuto de Catalunya de 2006, que, aunque teóricamente era una reforma del 
de 1979, en la práctica era un nuevo estatuto debido a las numerosas reformas que introdujo. 
Este Estatuto fue objeto de un recurso de inconstitucionalidad por el Partido Popular, que 
impugnó 128 artículos de los 223 existentes. Casi cuatro años llevó al TC dictar la sentencia, 
debido a una serie de incidentes que se sucedieron. La sentencia declaró la inconstitucionalidad 
de 14 artículos, que a continuación se enumeran: 

a. El artículo 6.1. del Estatuto de Catalunya reza que “el catalán es la lengua de uso normal y 
preferente de las Administraciones públicas y de los medios de comunicación públicos y 
Cataluña”. Esto, según el TC, “implica que el castellano no es normalmente lengua 
vehicular, lo que resulta claramente inconstitucional, pues independientemente de lo que en 
concreto pueda establecerse en el régimen jurídico del sistema educativo, es evidente (...) 
que por encima de las concreciones, ha de garantizarse que con toda nonnalidad el 
castellano pueda ser lengua vehicular si así se elige” 70 . 

b. El artículo 76.4 del nuevo Estatuto dice que “los dictámenes del Consejo de Garantías 
Estatutarias tienen carácter vinculante con relación a los proyectos de ley y las 
proposiciones de ley del Parlamento que desarrollen o afecten a derechos reconocidos por 
el presente Estatuto”. Este artículo, según el TC, “colisiona con la reserva del art. 161 CE 
a favor del Tribunal Constitucional respecto del control de la constitucionalidad de las 
normas con fuerza de ley. Su diseño sería un remedo de Tribunal Constitucional y su labor, 
dada la amplitud de sus funciones”. Además, se podrían generar conflictos de competencia 


68 Cámara, G., La organización territorial de España, una reflexión sobre el estado de la cuestión y claves para 
la reforma constitucional, UNED. Revista de Derecho Político N.° 101, enero-abril 2018, págs 395-430. 

69 Ver anexo 11. 

70 Sentencia 31/2010, de 28 de junio. Obtenido de: http://hj.tribunalconstitucional.es/ca/Resolucion/Show/6670. 
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entre los dictámenes del Consejo de Garantías Estatutarias y el Tribunal Constitucional, de 
ahí su inconstitucionalidad. 

c. El art. 78 también es un objeto de inconstitucionalidad, al declarar que “el Síndic de Greuges 
tiene la función de proteger y defender los derechos y las libertades reconocidos por la 
Constitución y el presente Estatuto. A tal fin supervisa, con carácter exclusivo, la actividad 
de la Administración de la Generalitat”. La razón es que, al utilizar el adjetivo “exclusivo” 
se está excluyendo la actuación del Defensor del Pueblo respecto de la Administración 
catalana, vulnerándose el artículo 54 CE. 

d. El artículo 95 regula la figura del Presidente del Consejo de Justicia de Cataluña, y sus 
apartados 5 y 6 suponen una infracción de los arts. 122.2 CE, respecto a la “constitución, 
funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales” y 149.1.5. CE, respecto a la 
competencia exclusiva del Estado en materia de Administración de Justicia. El motivo es 
que “ningún órgano, salvo el Consejo General del Poder Judicial, puede ejercer la función 
de gobierno de los órganos jurisdiccionales integrados en el Poder judicial, exclusivo del 
Estado, ni otra ley que no sea la Orgánica del Poder Judicial puede determinar la estructura 
y funciones de aquel Consejo”. 

e. Por la misma razón anterior se declara la inconstitucionalidad del art. 97, que prevé la 
creación del Tribunal de Justicia de Cataluña: “El Consejo de Justicia de Cataluña es el 
órgano de gobierno del poder judicial en Cataluña. Actúa como órgano desconcentrado del 
Consejo General del Poder Judicial, sin perjuicio de las competencias de este último, de 
acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial”. El Poder Judicial, cuya 
organización y funcionamiento están regidos por el principio de unidad jurisdiccional, de 
acuerdo con el art. 117.5, “no puede tener más de un órgano de gobierno que el Consejo 
General del Poder Judicial, cuyo estatuto y funciones quedan expresamente reservados al 
legislador orgánico (art. 122.2 CE). 

f. El artículo 98 es inconstitucional en algunos apartados, concretamente en los referidos a 
atribuciones del Consejo de Justicia de Catalunya, ya que socavan la independencia de la 
función jurisdiccional. 

g. El art. 99 es inconstitucional primeramente, porque el Consejo de Justicia de Catalunya, 
como ya se ha explicado antes, no puede tener adjudicadas funciones de gobierno, 
exclusivas el Consejo General del Poder Judicial. Por ende, la integración en él de Jueces y 
Magistrados supondría una excepción al art. 117.4 CE, que impide que los Jueces y 
Magistrados “ejerzan funciones ajenas a la potestad jurisdiccional”. Tampoco puede 
salvarse la excepción por la vía del Estatuto al hacer al Presidente del TSJ miembro Consejo 
de Justicia de Cataluña, pues dicha excepción habría de efectuarse mediante la regulación 
en la norma correspondiente. Lo mismo sucedería con el resto de los miembros citados 
(Jueces, Magistrados, Fiscales o juristas de reconocido prestigio), pues es al “legislador 
orgánico al que con plena libertad le corresponde detenninar entre qué profesionales de los 
mencionados en el precepto pueden ser nombrados los componentes del Consejo de Justicia 
y, en su caso, incluir entre ellos a Jueces y Magistrados, habilitándolos, de esta forma, para 
el ejercicio de fúnciones ajenas a la potestad jurisdiccional”. 
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h. El art. 100 regula el control de los actos del Consejo de Justicia de Cataluña. Este artículo 
dictamina que “los actos del Consejo de Justicia de Cataluña serán recurribles en alzada 
ante el Consejo General del Poder Judicial, salvo que hayan sido dictados en el ejercicio de 
competencias de la Comunidad Autónoma”. Los anteriores artículos ya han puesto de 
manifiesto el rechazo en el marco constitucional de una institución como es el Consejo de 
Justicia de Cataluña, de ahí la nulidad de este precepto. 

i. La inconstitucionalidad del art. 101 radica en que atribuye la competencia para convocar 
“concursos de provisión de plazas vacantes” al Consejo de Justicia de Cataluña, cuando esta 
competencia es “materia reservada terminantemente a la ley orgánica por el art. 122.2 CE. 
Asimismo, el Estatuto estaría determinando “qué órgano del Consejo General debe ejercer 
las competencias que le reserva el art. 122.2 CE”, invadiendo la competencia exclusiva del 
Estado en la Administración de Justicia (art. 149.1.5 CE). 

j. El art. 111 habla de las competencias compartidas: “en las materias que el Estatuto atribuye 
a la Generalitat de forma compartida con el Estado, corresponden a la Generalitat la potestad 
legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, en el marco de las bases que 
fije el Estado como principios o mínimo común nonnativo en nonna con rango de ley, 
excepto en los supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución y el presente 
Estatuto. En el ejercicio de estas competencias, la Generalitat puede establecer políticas 
propias. El Parlamento debe desarrollar y concretar a través de una ley aquellas previsiones 
básicas”. Dado que este artículo trasciende el mapa competencial previsto en el art. 149.1 
CE, puesto que se excede en la atribución de competencias definida por el art. 147.2 CE. 

k. El art. 120.2 regula las cajas de ahorro con domicilio en Cataluña, y su inconstitucionalidad 
deriva de la “configuración que el precepto hace de las bases estatales como principios, 
reglas y estándares mínimos”, pues el Estatuto no puede determinar “el modo de ejercicio 
ni el alcance de las competencias exclusivas del Estado”. 

l. El art. 126.2 hace referencia al “crédito, banca, seguros y mutualidades no integrados en el 
sistema de Seguridad Social”. Su inconstitucionalidad se debe a la reducción de las bases 
estatales en “principios, reglas y estándares mínimos”, pues las bases estatales también 
pueden contenerse en “normas reglamentarias y normas de carácter ejecutivo”. 

m. El art. 206.3 regula la participación en el rendimiento de los tributos estatales y mecanismos 
de nivelación y solidaridad. Este artículo es inconstitucional, porque supone un quiebre del 
principio de solidaridad y autonomía financiera, intrínseco en el art. 138 CE, dado que en 
el art. 206.3 el Estatuto condiciona el esfuerzo fiscal de la Generalitat al esfuerzo fiscal del 
resto de las Comunidades Autónomas, cuando este esfuerzo fiscal sólo puede ser 
determinado por el Estado. 

n. Finalmente, el art. 218.2 alude a la autonomía y competencias financieras. El motivo de su 
inconstitucionalidad es el inciso “puede incluir la capacidad legislativa para establecer y 
regular los tributos propios de los gobiernos locales”, puesto que esta capacidad es 
competencia exclusiva del Estado. 

Tras el rechazo del pacto fiscal y la celebración de elecciones anticipadas, en las que 
Artur Mas ratificó su mandato, se iniciaron los preparativos para hacer efectivo el derecho 
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a decidir por la vía de una consulta que, según pactaron CiU y ERC, tendría lugar en 2014 71 , 
salvo que se requiriese una prórroga por razones socioeconómicas. Esta consulta fonnaba 
parte de un pacto de gobernabilidad que ambos partidos habían firmado. 


B) Proposición de ley orgánica de delegación a la Generalitat de Cataluña de la competencia 
para autorizar, convocar y celebrar un referéndum sobre el futuro político de Cataluña 

Artur Mas anunció que celebraría una consulta el 9 de noviembre de 2014, que 
constaría de una pregunta y dos apartados: “¿Quiere que Cataluña sea un Estado?” y 
“¿Quiere que este Estado sea independiente?”. Debido a la negativa del Gobierno de 
España, presidido por Mariano Rajoy, de respaldar una consulta soberanista, el presidente 
de la Generalitat Artur Mas buscó otras opciones para hacerla factible Se requería la 
autorización estatal para convocar la consulta, sobre la base del art. 149.1.32 CE, que 
reserva al Estado la autorización de la convocatoria de consultas populares por la vía del 
referéndum, y de la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de junio, sobre la regulación de las 
diferentes modalidades de referéndum. 

Por eso se recurrió al comodín del art. 150.2 CE, que permite al Estado transferir o 
delegar a las comunidades autónomas, mediante una ley orgánica, facultades 
correspondientes a una materia de titularidad estatal que por naturaleza son susceptibles de 
transferencia o delegación. Los partidos políticos artífices del referéndum justificaron que 
la autorización de una consulta era una materia de titularidad estatal susceptible de 
transferencia y delegación. Por ello, redactaron una proposición de ley orgánica de 
delegación a la Generalitat de Cataluña de la competencia para autorizar, convocar y 
celebrar un referéndum sobre el futuro político de Cataluña. El artículo 1 de la propuesta 
contenía lo siguiente: 

“1. Se delega a la Generalitat de Cataluña la competencia para autorizar, convocar 
y celebrar un referéndum consultivo para que los catalanes y catalanes se pronuncien 
sobre el futuro político colectivo de Cataluña, a partir de los ténninos que se acuerden 
con el Gobierno del Estado y de las condiciones que se exponen en los apartados 
siguientes. 

2. El referéndum debe convocarse y celebrarse antes de que finalice el año 2014, 
sin que coincida con periodos electorales, ni con una fecha de alto contenido simbólico- 
político. 

3. La convocatoria del referéndum la hará el Govern de la Generalitat. 

4. El procedimiento para realizar el referéndum y sus garantías serán el que 
determine la legislación reguladora de los procesos refrendarios y electorales y, si 
procede, el decreto del Govern de la Generalitat que convoque el referéndum”. 72 

Esta proposición fue aprobada en el Parlament de Cataluña por 87 diputados a favor 
(CIU, ERC, ICV-EUiA y tres diputados del PSC frente a 43 en contra. El Congreso de los 
Diputados, sin embargo, rechazó la propuesta, por 299 votos a en contra, frente 47 a favor, lo 
que, sin embargo no frenó a los partidos a favor del derecho a decidir. 


71 Noguer, M.; Roier, M., CIU Y ERC pactan la consulta de autodeterminación para 2014, El País edición 
digital, 18 de diciembre de 2012. Consultado el 24/01/2019: 
https://elpais.com/ccaa/2012/12/18/catalunya/1355821961_967807.html. 

72 Proposta per a presentar a la Mesa del Congrés deis Diputáis la Proposició de llei orgánica de delegació a la 
Generalitat de Catalunya de la competencia per a autoritzar, convocar i celebrar un referéndum sobre el futur 
polític de Catalunya, Butlletí Oficial del Parlament de Catalunya, N.221, 17 de diciembre de 2013. Edición 
digital: https://www.parlament.cat/document/nom/17.BOPC_consulta.pdf. 
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C) Ley 10/2014, de 26 de septiembre, de consultas populares no refrendarías y otras formas 
de participación ciudadana 

Como la proposición anterior no recabó el respaldo del Congreso de los Diputados, CiU 
y ERC optaron por la elaboración de una ley de consultas populares no refrendarías que no 
precisase la aprobación del Estado. En opinión del Consejo de Garantías Estatutarias de 
Cataluña, la legalidad de la consulta se amparaba en el art. 122 del Estatuto de Cataluña, que 
atribuye la competencia exclusiva para el establecimiento del régimen jurídico, las 
modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria de consultas populares a la 
Generalitat, con excepción de lo previsto en el art. 149.1.32 CE. 

Dicho artículo, que fue impugnado en el recurso de inconstitucional interpuesto por el 
PP, se considera constitucional siempre y cuando se interprete en la forma que el TC redactó, o 
lo que es lo mismo, siempre que se interprete en “el sentido de que la excepción en él 
contemplada se extiende a la institución del referéndum en su integridad, y no sólo a la 
autorización estatal de su convocatoria”. 

La ley 10/2014 cita entre otros artículos que legitiman su existencia el 122 CE, ya 
plasmado más arriba; el 29.6, que establece el derecho de los ciudadanos de Cataluña “a 
promover la convocatoria de consultas populares por la Generalitat y los ayuntamientos en la 
fonna y con las condiciones que las leyes establezcan”; en el principio democrático intrínseco 
en el art. 1.1 CE y en el art. 9.2, que establece que “corresponde a los poderes públicos promover 
las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud, y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”73. 

Su artículo 1.1 explica cuál es el objeto de la ley, que no es otro que “el establecimiento 
del régimen jurídico, las modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria de los 
mecanismos de las consultas populares no referendarias y otras formas y mecanismos de 
participación ciudadana institucionalizada en el ámbito competencial de la Generalidad y las 
entidades locales”. 

Asimismo, recoge los principios en los que se asienta la consulta, que son los “principios 
de transparencia, publicidad, claridad, acceso a la infonnación, neutralidad institucional, 
primacía del interés colectivo, pluralismo, igualdad y no discriminación, inclusión, protección 
de los datos de carácter personal y rendición de cuentas” (art. 2.1). 

Define también lo que se entiende por consulta popular no referendaria, que es la 
“convocatoria efectuada por las autoridades competentes, de acuerdo con lo que establece esta 
ley, a las personas legitimadas en cada caso para que manifiesten su opinión sobre una 
determinada actuación, decisión o política pública, mediante votación” (art. 3.1.). 

Asimismo, permite votar a las personas mayores de 16 años que tengan la condición de 
catalanes, aunque residan en el extranjero (art. 5), se crea un Registro de participación en 
consultas populares no referendarias -con datos de los padrones municipales de Cataluña, pues 
el Estado veda a la Generalitat el uso del Censo Electoral- (Art. 6), atribuye a las consultas el 
carácter de no vinculantes, aunque los poderes públicos convocantes han de pronunciarse sobre 
la consulta en el plazo de dos meses desde su celebración (art.8), y pennite que la formulación 
de la consulta pueda reunir una o más preguntas o propuestas (a diferencia de la ley de claridad, 


73 Ley 10/2014, de 26 de septiembre, de consultas populares no referendarias y otras formas de participación 
ciudadana, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, BOE-A-2015-2743. Obtenido de: 
https://www.boe.es/buscar/pdf/2015/BOE-A-2015-2743-consolidado.pdf. 
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que sólo pennite una), que podrán ser respondidas “de fonna afirmativa, negativa o en blanco” 
(art. 11.1). Ahora bien, la pregunta deberá ser neutra, clara e inequívoca (en la línea de la Ley 
de Claridad). 

El President de la Generalitat acató la suspensión, que acabaría desembocando en la 
nulidad de la consulta el 25 de febrero de 2015. De los 36 artículos recurridos por el Ejecutivo 
de Mariano Rajoy, el TC dictó la ilegalidad de dos de ellos, relacionados con la convocatoria 
general de la consulta, debido a que socavaba la competencia exclusiva del Estado en esta 
materia 74 . 


D) Ley 20/2017, de 8 de septiembre, de transitoriedad jurídica y fundacional de la República, 
Parlamento de Cataluña, 8 de septiembre de 2017 

En octubre de 2016, el Parlamento aprobó una resolución que contenía la celebración de 
un referéndum, debiendo celebrarse, a más tardar, en septiembre de 2017. Dicha resolución 
contó con el apoyo de Junts Peí Sí y CLIP y la abstención de Catalunya Sí que es Pot. 

La resolución también delimita el carácter vinculante del referéndum y su formalización 
como mandato, haya o no acuerdo con el Estado. En junio de 2017, se infonnó de que el 
referéndum tendría lugar el 1 de octubre, y en septiembre se presentó esta ley, que tenía como 
punto fundamental regular el régimen jurídico en el tránsito hacia la República, con el fin de 
otorgar seguridad jurídica al proceso. 

Y con el fin, sobre todo, de asegurar que el nuevo Estado respetara las cláusulas 
inalienables de cualquier Estado de Derecho, según reza el preámbulo, que persigue ante todo 
“asegurar la máxima continuidad posible a la regulación existente, introduciendo sólo las 
novedades indispensables para que la nueva República pueda actuar como tal con plena 
capacidad e inaplicando de entrada las regulaciones del ordenamiento jurídico anterior que 
contravienen de fonna clara y frontal principios generales en los que fúndamenta la 
República” 75 . A esta ley, no obstante, se le dotaba de una vigencia temporal, hasta la aprobación 
definitiva de la nueva Constitución. 

En el art. 3 se prevé que esta ley será “la norma suprema del ordenamiento jurídico 
catalán” hasta que se aprueba la Constitución definitiva de la República, y en el art. 4.2. Se 
proclama la primacía del derecho internacional en la cúspide normativa. A este respecto se dice 
que “los principios y costumbres del derecho internacional general forman parte del 
ordenamiento jurídico catalán. Los tratado internacionales autorizados parlamentariamente se 
aplican con preferencia a las leyes”. 

En relación con los tratados internacionales, hay que tomar también en consideración los 
arts. 14 y 15, sobra la continuidad de los tratados. El art. 14.1 dice que “las normas de la Eínión 
Europea vigentes en Cataluña en el momento de entrar en vigor esta ley siguen aplicándose”.Y 
“las normas de la Unión Europea que entren en vigor con posterioridad a la entrada en vigor de 
esta Ley se integrarán automáticamente en el ordenamiento jurídico de Cataluña” (art. 14.2. 


74 Fabra, M.; Noguer, M., La anulación de la consulta catalana reaviva el debate sobre el soberanismo. El País 
digital, Madrid, 25 de febrero de 2015. Consultado el 25/01/2015. Obtenido de: 
https://elpais.com/politica/2015/02/25/actualidad/1424855236_834297.html. 

75 Ley 20/2017, de 8 de septiembre, de transitoriedad jurídica y fundacional de la República, Parlamento de 
Cataluña, 8 de septiembre de 2017. Obtenido de: http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/604655-l-20- 
2017-de-8-sep-ca-cataluna-transitoriedad-juridica-y-fundacional-de-la.html. 
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Y el art. 15.1 dice que “los tratados internacionales celebrados por el Reino de España 
que sean de aplicación en Cataluña, siempre que su aplicación no resulte incompatible con el 
objeto y la finalidad del tratado o cambien radicalmente las condiciones de su ejecución, siguen 
aplicándose en Cataluña, integrándose en su ordenamiento jurídico hasta que se acuerde su 
retirada, se renegocien de acuerdo con las normas del derecho internacional o se vean 
sustituidos por un nuevo tratado internacional.” 

En cuanto al personal de las administraciones, según reza la ley, se mantienen las mismas 
condiciones retributivas y la misma vinculación (art. 17). Además, también se produce la 
subrogación de la Generalitat en la posición del Estado Español en aquellos contratos que, 
aunque fonnalizados por éste, afecten a la Generalitat de Catalunya (art. 19), así como la 
sucesión en la titularidad (aunque fuese ésta ostentada por el Estado español) de aquellos 
derechos reales que afecten a bienes de Catalunya (art.20). 

En cuanto a los derechos lingüísticos, se reconoce el derecho de opción sobre las lenguas 
catalana, occitana y castellana (art.24). El art. 74 contempla en su apartado 4 el sobreseimiento 
o anulación de los procesos penales “contra investigados o condenados por conductas que 
buscasen un pronunciamiento democrático sobre la independencia de Cataluña o la creación de 
un nuevo Estado de forma democrática y no violenta”. 

Finalmente, los arts. 85-89 regulan el proceso constituyente. Así, en caso de celebrarse 
un referéndum y resultar por mayoría favorable la opción independentista, “el Gobierno de la 
Generalidad activará un proceso constituyente, democrático, de base ciudadana, transversal, 
participativo y vinculante, con el objetivo de redactar y aprobar la Constitución de la República” 
(art. 85). 

El art. 86 regula las fases de ese proceso constituyente (proceso participativo, elecciones 
constituyentes, elaboración de una propuesta de Constitución por parte del Asamblea 
Constituyente y ratificación de Constitución mediante referéndum). 

En las disposiciones finales se recoge la posibilidad de reformar la Ley, “siempre que se 
indique de fonna expresa esta circunstancia en la ley que introduce la reforma, con el voto 
favorable de la mayoría absoluta de los miembros del Parlamento” (disposición final primera). 

La Sentencia TC (Sala Pleno) de 8 de noviembre de 2017, n° rec. 4386/2017 declaró 
inconstitucional esta ley, invocando el art. 161.2 CE, lo que, “de acuerdo con el art. 30 LOTC, 
produce la suspensión de la vigencia y aplicación de la ley, desde la fecha de interposición del 
recurso -11 de septiembre de 2017- para las partes del proceso y desde el día en que aparezca 
publicada la suspensión en el Boletín Oficial del Estado para los tercero” 76 . 


E) Ley 19/2017, de 6 de septiembre, del referéndum de autodeterminación 

Unos días antes de la publicación de la Ley de transitoriedad jurídica, vio la luz la Ley 
del referéndum de autodeterminación, cuya razón de ser fue “la celebración de un referéndum 
de autodeterminación vinculante sobre la independencia de Cataluña, las consecuencias de cuál 
sea el resultado y la creación de la Sindicatura Electoral de Cataluña”. 77 


76 Sentencia TC (Sala Pleno) de 8 de noviembre de 2017, n° rec. 4386/2017. 

77 Ley 19/2017, de 6 de septiembre, del referéndum de autodeterminación. Obtenido de: 
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/604479-l-19-2017-de-6-sep-ca-catalima-referendum-de- 
autodeterminacion.html#I23. 
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El Parlamento de Cataluña arguye como fundamento jurídico una retahila de textos 
internacionales que, como ya se expuso en este trabajo, poco o nada vienen al caso, dado que 
incluso la Ley de claridad ha argumentado que no son aplicables en estos supuestos. Entre ellos 
figuran: 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que reconocen el derecho de los pueblos 
a la autodetenninación. 

El artículo 1.2 de la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia, que “establece entre sus propósitos fomentar entre las naciones relaciones 
de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la 
autodeterminación de los pueblos”. 

La evolución del derecho a la autodeterminación y del derecho a decidir de los pueblos, 
pues, según el TIJ, han surgido supuestos que no estaban vinculados con el fin del 
imperialismo, y no existe ninguna norma ni costumbre que prohíba el derecho a decidir, 
salvo en los casos de recurso ilícito de la fuerza o violaciones graves del derecho 
internacional. 

A nivel nacional, cita el Parlamento de Cataluña el artículo 96 CE, que dice que “los 
tratados internacionales ratificados por España forman parte de su ordenamiento interno”; el 
art. 10.2, que establece que “las normas relativas a los derechos fundamentales y las libertades 
públicas se interpretarán de acuerdo con los tratados internacionales aplicables en esta materia”; 
y las numerosas Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Cataluña donde se ha expuesto 
de forma “continuada e inequívoca” el derecho de Cataluña a la autodeterminación. 

El art. 2 de la ley convierte Cataluña en un sujeto político soberano, con “derecho a 
decidir libremente y democráticamente su condición política”. El Parlamento es el 
“representante de la soberanía” de Cataluña, protegiendo la ley el “ejercicio de un derecho 
fundamental e inalienable del pueblo de Cataluña”, pues que las personas que participen en la 
celebración y preparación del referéndum quedan amparadas por el contenido de la misma (art. 

3). 

El art. 4 concreta la pregunta del referéndum que es: “¿Quiere que Cataluña sea un 
Estado independiente en forma de república?”, y el carácter vinculante del mismo, de manera 
que si en el recuento de los votos válidamente emitidos hay más votos afirmativos que 
negativos, se producirá la independencia de Cataluña”. En caso contrario, se convocarán 
elecciones autonómicas (art. 4.5.). 

Para garantizar la transparencia y la objetividad del proceso, se contará con la Sindicatura 
Electoral de Cataluña (art. 17). Finalmente, en las disposiciones finales, se habla de “las normas 
de derecho local, autonómico y estatal vigentes en Cataluña en el momento de la aprobación” 
de la ley. Y se dice que se seguirán aplicando en todo aquello que no contravenga a la ley, al 
igual las normas de derecho de la UE, el derecho internacional general y los tratados 
internacionales (disposición final primera). En cuanto a la vigencia de la ley, su prescripción se 
produce “una vez proclamados los resultados del referéndum”, excepto “lo que determina el 
art. 4 en cuanto a la implementación del resultado” (disposición final segunda). 

Esta ley, al igual que la Ley de Transitoriedad Jurídica, fúe declarada inconstitucional 
por el TC 78 . 


78 Recurso de inconstitucionalidad n° 4334-2017 (contra la L del Parlamento de Cataluña 19/2017, de 6 Sep., del 
Referéndum de Autodeterminación) TC, Pleno, P, 7 Sep. 2017 (Rec. 4334/2017). 
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G) Declaración unilateral de independencia 79 

El 1 de octubre se produce el referéndum de independencia, que culminó con una 
declaración unilateral de independencia, donde se afirmaba que “a pesar de la violencia y la 
represión para intentar impedir la celebración de un proceso democrático y pacífico, los 
ciudadanos de Catalunya han votado mayoritariamente a favor de la constitución de la 
República catalana”. Seguía diciendo que “el pueblo de Catalunya es amante del derecho, y el 
respeto a la ley es y será una de las piedras angulares de la República. El Estado catalán acatará 
y hará cumplir legalmente todas las disposiciones que conforman esta declaración y garantiza 
que la seguridad jurídica y el mantenimiento de los acuerdos suscritos formará parte del espíritu 
fundacional de la República catalana”. 

Y para finalizar, se proclamaba la República catalana como Estado independiente, la 
entrada en vigor de la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República, y el 
comienzo del proceso constituyente 80 . 


3. Modelo de Estado del Reino Unido 

A diferencia de Canadá y de España, Reino Unido es el resultado de la unión de cuatro 
naciones diferentes: Inglaterra, Escocia, Gales e Irlanda del Norte. Los cuatro países están 
sometidos al Parlamento de Westminster, de acuerdo con el principio de supremacía 
parlamentaria, existiendo competencia para legislar de manera autónoma en todas aquellas 
materias no reservadas al Parlamento de Westminster. 

No existe jerarquía nonnativa, ya que todas las normas se encuentran al mismo nivel, 
garantizándose la armonía entre todas ellas mediante reuniones interministeriales, donde los 
ministros de Westminster se reúnen con los de Gales, Irlanda del Norte y Escocia; y acuerdos 
con las asambleas descentralizadas. En todo caso, siempre se deben respetar los límites de los 
estatutos de autonomía, los tratados de la Unión Europea y la Carta Internacional de la Unión 
Europea. 81 


3.1. Soberanismo en Escocia 

El derecho de autodetenninación es una puerta abierta en Reino Unido. No hay ningún 
documento oficial que lo reconozca, debido a que no existe una Constitución escrita en Reino 
Unido, tal y como sucede en España o Canadá. El reconocimiento de este derecho dependerá 
del partido político dominante en Westminster, y de su primer ministro (laborista, unionista...). 

El premier británico David Cameron, por ejemplo, tomó en consideración el resultado 
electoral obtenido en unas elecciones escocesas ganadas por el Partido Nacionalista Escocés, 
que se presentó con un programa en el que se comprometía a celebrar un referéndum sobre la 
independencia; y, otorgando legitimidad al resultado, pactó la celebración de un referéndum 
vinculante. Lo mismo podría suceder en España, si existiera un acuerdo al respecto y una 
reforma de la Constitución. Pero este panorama parece lejano. 


79 Ver anexo 12. 

80 Redacción Barcelona, El texto íntegro de la declaración de independencia de Catalunya, La Vanguardia 
edición digital, Barcelona, 10/10/2017, consultado el 02/02/2019. Obtenido de: 

https://www.lavanguardia.com/politica/20171010/43 1970027817/declaracion-de-independencia-catalunya.html. 

81 Keating, M. (2004), La descentralización en el Reino Unido, Fundación Manuel Giménez Abad de Estudios 
Parlamentarios y del Estado Autonómico, Instituto Universitario Europeo, Florencia. 
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3.2. Leyes con efectos en Escocia 

A) Acta de Unión de 1707 

El Acta de Unión está estrechamente ligada con el Proyecto Darién, impulsado por 
William Paterson, fundador del Banco de Inglaterra y del Banco de Escocia, con el objetivo de 
conquistar el istmo de Panamá, que pasaría a denominarse Nueva Caledonia, y así ponerse a la 
altura de sus vecinos europeos, ya embarcados en la aventura colonial. 

Resultó un fracaso y conllevó grandes pérdidas, no sólo económicas, sino también 
humanas, ya que el 30 de octubre de 1698, fecha en que las naves escocesas arribaron a Darién, 
se encontraron con un territorio plagado de mosquitos. Además, descubrieron multitud de 
cadáveres de otros expedicionarios escoceses, y se enfrentaron a la falta de agua y comida en 
la zona, así como a los incesantes ataques de los colonos españoles. Todo esto ocasionó la 
muerte de centenares de escoceses. Además, en los meses sucesivos, llegaron unos 11 barcos 
más con expedicionarios, desconocedores de la nefasta situación en la “Nueva Caledonia”, que 
correrían la misma suerte. 

La campaña colonial se saldó con más de 2000 muertes y dejó a Escocia completamente 
arruinada. Ello obligó a Escocia a pedir ayuda a Inglaterra, que, a cambio de pagar su rescate, 
exigió la firma del Tratado de la Unión, antesala de la unificación entre ambos países, con lo 
que las competencias del Parlamento de Escocia se disolvieron en el Parlamento de Londres. 
Dicho Tratado no fue bien visto por la población escocesa. 


B) Declaración de Perth (1968) y referéndums sobre la devolución de 1979 y 1997 

El resurgir del nacionalismo escocés fue avistado por el entonces líder Partido 
Conservador, Edward Heath, que hizo una declaración en 1968 favoreciendo la negociación de 
una devolución y la creación de una Asamblea escocesa elegida sobre la que asentar Escocia. 
Heath propuso, además, un Comité Constitucional (Kilbrandon Comission) para examinar 
propuestas orientadas a la reorganización del Gobierno escocés. El Partido Conservador se 
convertía así en el primer partido político de Reino Unido que hablaba abiertamente sobre la 
devolución 82 

Dos años más tarde, tenía lugar el descubrimiento de yacimientos petrolíferos en el Mar 
del Norte, dando más alas al discurso nacionalista, aletargado durante años por las nefastas 
consecuencias económicas de la Gran Depresión en Escocia. Es por ello que en 1979 tenía 
lugar el primer referéndum sobre la devolución. 1,23 millones de personas votaron a favor y 
1,15 millones votaron en contra. La participación fue del 63,8 por ciento, pero el voto afirmativo 
a favor de la Asamblea sólo cosechó el 32,9 por ciento, algo lejos del 40 por ciento, el mínimo 
exigido como condición para el establecimiento de la asamblea escocesa 83 . 

En consecuencia, la Scotland Act de 1978 fue rechazada en el Parlamento, algo que no 
estuvo exento de críticas, pues aquellos que apoyaron la devolución consideraron que el 
resultado era legítimo para instalar la asamblea escocesa. Con el ascenso al poder de Margaret 
Thatcher, las opciones de diálogo con Inglaterra prácticamente se desvanecieron y la 
posibilidad práctica de una independencia se esfumó. Pero ello no impidió que surgieran 
iniciativas como la Convención Constitucional Escocesa o la Claim of Rights de 1989, a fin de 


i2 Four decades on, Declaration of Perth is still fuelling debate, The Scotsman, 21 mayo 2018. Consultado el 21 
febrero 2019. Obtenido de: https://www.scotsman.com/news/four-decades-on-declaration-of-perth-is-still- 
fuelling-debate-1-1169195. 

83 The devolution debate this century, BBC. Consultado el 22/02/2019. Obtenido de: 
http://www.bbc.co.uk/news/special/politics97/devolution/scotland/briefmg/c20scot.shtml. 
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salvar las distancias entre los que apoyaban la devolución y los que pedían directamente la 
independencia de Escocia. 

En 1997 el Partido Laborista, de la mano de Tony Blair, obtenía una victoria arrolladora, 
permitiendo la celebración del segundo referéndum sobre la devolución. En este caso, el 44,87 
por ciento del electorado (74,3 por ciento de la participación) estuvo a favor de la devolución, 
lo que autorizó el establecimiento de un parlamento. Además, el 38,24 por ciento del electorado 
(63,5 de la participación) estuvo a favor de que el parlamento escocés dispusiera de poderes 
fiscales. En consecuencia, se aprobó la Scotland Bill y la Scotland Act de 1998, en ese mismo 
año, y se dotó al Parlamento de poderes para aprobar leyes y para alterar el tipo impositivo 84 . 


C) Scotland Act de 1978 

La Scotland Act de 1978 tenía como pretensión principal recuperar el Parlamento de 
Escocia a través de la figura de la Devolución. Por ello, contemplaba la celebración de un 
referéndum que sancionara la devolución, lo que se produciría solo si era respaldada por un 
mínimo del 40 por ciento de los votos, algo que no se materializó. 85 


D) Scotland Act de 1998 

El Scotland Act de 1998, al igual que el Scotland Act de 1978, tenía como objetivo 
instituir un Parlamento Escocés y una Administración, y permitir cambios en las funciones de 
algunas autoridades públicas; regular la variación del tipo básico del impuesto sobre la renta, 
en proporción a los ingresos de los contribuyentes escoceses, y refonnar la ley sobre 
circunscripciones electorales en Escocia 

A diferencia del Scotland Act de 1978, el de 1998 se redactó tras el referéndum de 1997, 
con el objetivo de representar mejor los intereses de los defensores de la Devolución. El 
Scotland Act también regulaba la elección de los miembros del Parlamento, así como su 
remuneración, y reglamentaba los cargos del Gobierno y las autoridades transfronterizas, así 
como la exención del servicio de jurado. 

También contenía la creación de un Ejecutivo escocés, que fue rebautizado en 2007 con 
el nombre de Gobierno escocés, y dotaba al Parlamento de poder legislativo. Asimismo, 
prohibió que la actuación del Parlamento contraviniera la Convención Europea de Derechos 
Humanos y las normas comunitarias, lo que se extrapolaba a los actos del Ejecutivo. 

Finalmente, la Scotland Act estableció mecanismos de resolución de conflictos de 
competencia entre el Parlamento y el Ejecutivo, siendo la última instancia competente el 
Tribunal Supremo de Reino Unido. 86 


E) Human Right Act 1998 

Esta ley se aprobó para dar cabida en el derecho interno a los derechos contenidos en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, de tal manera que, a partir de esta ley, todas las leyes 


84 The Scottish Parliament, The Electoral Commission. Consultado el 22/02/2019. Obtenido de: 

https://www.webcitation.Org/6DlN80mED7urHhttp://www.electoralcommission.org.uk/ _data/assets/electoral_c 

ommission_pdf_file/0015/13272/TheScottishParliament_18312-6142_S_.pdf. 

85 Scotland Act 1978. Obtenido de: http://www.legislation.gov.uk/ukpga/1978/51/pdfs/ukpga_19780051_en.pdf. 

86 Scotland Act 1998. Obtenido de: https://www.legislation.gov.uk/ukpga/1998/46/contents. 
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escocesas debían ser leídas y llevadas la práctica en una forma compatible con los derechos del 
Convenio, bien fuera legislación futura o pasada. 

Muchos de los derechos protegidos por la Human Right Act se encontraban ya 
garantizados por la legislación inglesa. Sin embargo, la supresión de la pena de muerte, en todas 
sus esferas, fue por primera vez garantizada por esta ley, ya que, aunque la pena de muerte ya 
estaba erradicada para todo tipo de delitos civiles, permanecía vigente para algunos delitos 
militares, algo que terminó con la Human Right Act de 1998. 87 


F) Devolution (1999) 

Desde 1999 se ha ido desarrollando un proceso paulatino de descentralización, con 
mayores concesiones de autonomía a las naciones del Reino Unido, lo que, en la práctica se ha 
traducido en la transferencia de poderes a las mismas, con la creación del Parlamento Escocés, 
la Asamblea Nacional de Gales y la Asamblea de Irlanda del Norte. Entre las competencias 
transferidas se encuentran agricultura, educación, medio ambiente y sanidad, entre otras. El 
Parlamento de Westminster se reserva la competencia en materia de defensa, asuntos exteriores, 
relaciones internacionales y política económica, 

En el caso de Irlanda del Norte, la devolución varía ligeramente, ya que las competencias 
se dividen en tres categorías: transferidas, reservadas y exceptuados. Dentro de las 
competencias transferidas, la Asamblea puede legislar, además de en las citadas anteriormente, 
en cultura, artes y ocio, aprendizaje y empleo y desarrollo social y regional. Y, desde marzo de 
2010, también puede legislar sobre justicia y policía. 

En lo que respecta a los poderes reservados, esto es, aquellos que pueden ser transferidos 
en el futuro con el consentimiento de las tres comunidades de Reino Unido, se incluyen 
prisiones y defensa civil. Los poderes exceptuados abarcan asuntos parlamentarios, elecciones 
a la asamblea, relaciones internacionales y defensa, que no pueden ser transferidos si 
Westminster no legisla al respecto. 

En el caso escocés, el Parlamento posee un notorio margen de maniobra en lo que se re 
a capacidad legislativa, pues tiene potestad para aprobar proyectos de ley sobre las materias 
devueltas, potestad para aumentar el tipo básico del impuesto sobre la renta, y competencia para 
legislar en turismo, desarrollo económico, planificación, patrimonio natural y artificial, deporte, 
artes, estadísticas y registros públicos; mientras que Westminster se reserva política exterior, 
defensa, comercio e industria. 

Y en el caso de Gales, la Asamblea tiene poderes para hacer sus propias leyes en campos 
específicos, como la educación o la sanidad, edificios históricos o turismo. Dentro de estas 
áreas, la Asamblea también puede implantar medidas concretas. 88 


G) SNP Manifiesto 2007y Choosing Scotland's Future 

El Partido Nacionalista Escocés se presentó a las elecciones de 2007 con un manifiesto 
prometiendo la celebración de un referéndum sobre la independencia, para que la ciudadanía se 
pronunciara sobre el futuro de Escocia. Ni los laboristas, ni los conservadores ni los liberal 
demócratas escoceses estuvieron de acuerdo, ni con la independencia, ni con el planteamiento 
de un referéndum sobre la independencia. Incluso constituyeron una Comisión sobre la 


87 Human Right Act 1998. Obtenido de: https://www.legislation.gov.Uk/ukpga/1998/42/section/l. 

88 Devolution: a beginner's guide, BBC, Election 2010, Reino Unido, 29 abril 2010. Obtenido de: 
http://news.bbc.co.Uk/2/hi/uk_news/politics/election_2010/first_tinie_voter/8589835.stm. 
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Devolución Escocesa (Calman Comission) a fin de evitar que la secesión se convirtiera en una 
realidad. Las conclusiones de la Comisión se reflejaron en el Scotland Act de 2012. Al mismo 
tiempo, el primer ministro de Escocia publicaba un documento llamado Choosing Scotland's 
Future, donde Alex Salmond, aseguraba que “como pueblo soberano, los ciudadanos de 
Escocia tienen el derecho de decidir cómo somos gobernados”. 

En palabras de Salmond, todavía quedaban muchos poderes reservados al Parlamento de 
Reino Unido y a su Gobierno, lo que restaba gran margen a la toma de decisiones. Ir más allá 
de la devolución, “implicaría tenninar con los poderes del Parlamento del Reino Unido para 
legislar en Escocia y la competencia de los ministros del Reino Unido de ejercitar poderes 
ejecutivos con respecto a Escocia”. 89 


Fl) Scotland Act 2012 

La Scotland Act de 2012 amplio las competencias del Parlamento, permitiendo a los 
miembros de la cámara establecer las tasas del impuesto sobre la renta, pudiendo ampliarla o 
rebajarla en 10 puntos, a diferencia de la última Scotland Act, que la limitaba a cinco puntos. 

Además, transfería a Escocia el poder sobre las armas de aire, conducción bajo los 
efectos del alcohol y la limitación de la velocidad, y devolvía a Holyrood la competencia sobre 
el impuesto del timbre, impuesto sobre vertidos, y otorgándole un papel en los planes de 
radiodifusión y en el patrimonio de la Corona. 

Además, muchos de los crímenes cometidos en Escocia pasarían a ser juzgados por el 
Tribunal Supremo de Reino Unido. 90 


I) Edinburgh Agreement de 2012 

Como el referéndum no pudo celebrarse en la fecha prevista por falta de apoyo, el SNP 
tendría que esperar a las elecciones de 2011, donde obtuvo una arrolladora mayoría para 
anunciar su propuesta de aplazar el referéndum para 2014 o 2015, algo que no estuvo exento 
de críticas por parte de todas las fonnaciones políticas, que consideraron ilegal. 

Pero el acuerdo llegó a Edimburgo en 2012, El primer ministro David Cameron y su 
homólogo en Escocia dispusieron que el referéndum tendría lugar en otoño de 2014, con una 
única pregunta (Si/No) sobre si Escocia debía abandonar el Reino Unido. Además, se pennitiría 
votar a ciudadanos escoceses mayores de 16 años. A través de la fórmula contenida en la 
Sección 30 de la Scotland Act, el Gobierno de Reino Unido otorgaba poderes limitados al 
Parlamento Escocés para dotar de garantías legales al referéndum. 

En definitiva, se garantizaba que el referéndum tuviera una base legal clara. El 
Parlamento de Escocia sería el encargado de organizar y reglamentar el referéndum de un modo 
tal que contase con la confianza de los Parlamentos, Gobiernos y personas, y proporcionara un 
análisis justo y una expresión definitiva de los diferentes puntos de vista de los escoceses, y un 
resultado que todo el mundo respetara. 91 


89 Choosing Scotland's Future: A National Conversation, Alex Salmond, One Scotland: Scotthis Executive, RR 
Donnelley B52638 08/07. Consultado el 23/02/2019. Obtenido de: 
https://www2.gov.scot/Resource/Doc/194791/0052321.pdf. 

90 Scotland Act 2012. Obtenido de: http://www.legislation.gov.uk/ukpga/2012/ll/contents/enacted. 

91 Edinburgh Agreement 2012. Obtenido de: 

https://www.webarchive.org.uk/wayback/archive/20170701045319/www.gov.scot/About/Government/concordat 

s/Referendum-on-independence. 
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V. CONCLUSIONES 

El derecho a la secesión unilateral, ni es un derecho recogido en el Derecho canadiense, 
ni se reconoce en el Derecho internacional. Diferentes son las situaciones coloniales, de 
ocupación militar o de violación grave de los derechos humanos, donde la autodeterminación 
está justificada. Pero en el resto de los casos, de acuerdo con Stéphane Dion, “no puede 
constituir el fundamento de un derecho a la autodetenninación extema, esto es, a una secesión 
impuesta unilateralmente” 92 . 

Ahora bien, tal y como dicta la Ley de Claridad, si una clara mayoría expresa su voluntad 
de autodeterminación por la vía de un referéndum y en respuesta a una pregunta clara, -siendo 
la Cámara de los Comunes la institución encargada de comprobar la citada claridad-, el 
Gobierno de Quebec podría aceptar el mandato y abrir la puerta a las negociaciones, además de 
abrir el procedimiento correspondiente con vistas a modificar la Constitución. Pero ello nunca 
respondería a un mandato dictado por el Gobierno de Quebec: “En virtud de la Constitución, la 
secesión exige la negociación de una modificación” (Dion, S, 2004). 

Aunque la Ley de Claridad ha apaciguado ligeramente los ánimos secesionistas en 
Quebec, las aspiraciones de una parte de Quebec de proclamar la independencia perviven hoy 
en día. Veremos qué nos depara el futuro. A diferencia de España, la secesión es posible y 
aceptada, siempre que se respeten los principios rectores establecidos en la Ley de Claridad. 

El 21 de diciembre de 2017, tuvieron lugar elecciones autonómicas en Cataluña, 
convocadas por el presidente del Gobierno, debido a la aplicación del art. 155 CE, esto es, a la 
suspensión de la autonomía. En estas elecciones, los partidos independentistas volvieron a 
ganar, aunque esta vez, por menos margen. 

Tras meses de bloqueo, ante la imposibilidad de encontrar candidato factible (los 
elegidos estaban en prisión o fuera de España), en junio de 2018 Quim Torra juró cargo como 
president, terminando la aplicación del art. 155. Sin embargo, el conflicto sigue irresuelto, y la 
sociedad profundamente dividida. Como se ha podido comprobar, el referéndum de 
independencia, a diferencia de Quebec, no encuentra cabida en la Constitución española, debido 
a la que la soberanía reside en el pueblo español, y a que la nación española es indivisible, tal 
y como dicta su Título Preliminar. Por ende, sería necesario refonnar la Constitución para hacer 
viable el referéndum. 

El referéndum que tuvo lugar el 1 de octubre de 2017 fue ilegal, desde el punto de vista 
de la legislación vigente, y no fue aceptado por el Gobierno central, a diferencia de los 
referéndums de Quebec y Escocia. 

En el caso de Escocia, a través de la fónnula del Acuerdo de Edimburgo, el primer 
ministro escocés Alex Salmón y el primer ministro británico David Cameron consensuaron el 
traspaso de poderes del Parlamento británico al Parlamento escocés para poder celebrar el 
referéndum sobre la independencia. David Cameron consideró que las elecciones de 2011, que 
dieron mayoría a los independentistas escoceses, constituían el aval necesario para autorizar el 
referéndum. 

Aunque no existe un derecho de autodeterminación como tal, ni está reconocido en 
ningún texto legal, es posible y factible, dado que el Reino Unido es el resultado de la unión de 
cuatro países que, en su momento, eran independientes. Además, la inexistencia de una 
Constitución escrita en Reino Unido flexibiliza sobremanera los trámites. Haciendo uso de la 
fónnula recogida en la Section 30 de la Scotland Act, y por consiguiente, contando con la 


92 Dion, Stéphnane, Democracia, unidad, secesión: el caso de Quebec, Cuadernos de Pensamiento Político, n° 3, 
2004, pp. 49-57. 
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autorización de Westminster, que es quizás el principal obstáculo, es posible celebrar un 
referéndum de autodetenninación. El carácter vinculante o no que se le otorgue será 
dictaminado por Westminster. Vemos, por tanto, que la principal diferencia entre los procesos 
consultivos acontecidos en Escocia y Quebec, y el celebrado en Cataluña radica en que los dos 
primeros fueron legales y consensuados, mientras que el segundo, no. 

A diferencia de España, en Reino Unido no existe una Constitución codificada en sentido 
propio. Algunos prefieren hablar de Constitución no codificada y otros de Constitución no 
escrita, porque aunque no exista un documento jurídico como los presentes en la mayoría de 
los países democráticos, es posible encontrar normas de naturaleza constitucional en las leyes 
que emanan del Parlamento, sentencias de los tribunales, juicios, prácticas o convenciones, 
componiendo todas ellas una Constitución en sentido abstracto. 

El Parlamento es, por tanto, la instancia legislativa más elevada y posee el máximo poder 
soberano, a diferencia de España, y no hay un documento legal que pueda refutar este poder, 
limitándose los jueces y tribunales a interpretar las leyes que provienen de esta cámara. No es 
posible, por tanto, que un juez o tribunal declare inconstitucional un acto del Parlamento.El 
proceso para reformar o derogar leyes es similar en el caso de una norma de gran trascendencia 
que en el caso de una de menor importancia. 93 

En el caso de Quebec, tanto en los referéndum de 1980 como en el de 1995, se plantearon 
preguntas algo capciosas, donde se “pedía permiso” a la ciudadanía, en el primer caso para 
negociar una fórmula de soberanía-asociación, y para solicitar la soberanía, pero condicionada 
a un acuerdo con Canadá. Todas las provincias pueden plantear referéndum, y plantear estas 
consultas no salía de la legalidad vigente, pues llevar a la práctica el resultado dependía de la 
voluntad de Canadá para negociar. El ex primer ministro Pierre Trudeau se manifestó en contra 
de negociar la independencia en su momento, por ejemplo. 

Sin embargo, el sí era una posibilidad y podría ocurrir que una amplia mayoría reclamase 
en algún momento la secesión en las urnas. Es por ello que se recurrió al Tribunal Supremo 
para que aclarase la viabilidad jurídica de la secesión, siendo las conclusiones del alto tribunal 
plasmadas en la Clarity Act, aprobada por la Cámara de los Comunes en el año 2000. La Clarity 
Act exigía que, en caso de plantearse un referéndum sobre la independencia, en primer lugar, 
la pregunta fuera clara, lo que vedaba la posibilidad de que fuera redactada de una forma tal 
que se interpretase como un mandato o un futuro acuerdo. En cualquier caso, la Cámara de los 
Comunes debía dar su visto bueno a la pregunta, antes de ser lanzada a la ciudadanía, quedando 
bloqueada en caso de la Cámara de los Comunes no la validase. 

En segundo lugar, la Clarity Act pedía una mayoría clara, debiendo tener en cuenta tanto 
el porcentaje de participación como el número de votos. En tercer lugar, negociar los ténninos 
de la secesión. La negociación debía involucrar tanto al Gobierno federal como a los Gobiernos 
de todas las provincias, siendo la negociación el paso previo para refonnar la Constitución, y 
no al contrario. 

Es decir, que, a la vista de que en Canadá no existía una legislación que resolviese la 
laguna en la que se encontraría una provincia que optara por la independencia, se aprobó una 
legislación que resolviese la situación de bloqueo, con lo que, a diferencia de España, no se 
vetó de entrada la posibilidad de una secesión, sino que se aceptó democráticamente que si un 
referéndum, que contara con todos los requisitos contenidos en la Ley de Claridad, resultaba 


93 Backburn, R., Britain ’s unwritten constitution, Library British, 13 marzo 2015. Consultado el 24/02/2019. 
Obtenido de: https://www.bl.uk/magna-carta/articles/britains-imwritten-constitution 
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favorable a la independencia, se negociaría la salida de la provincia de la manera que fuera más 
satisfactoria. 

En el caso de Cataluña, el referéndum fue ilegal, porque el Congreso de los Diputados 
no aprobó su celebración, requisito imprescindible, y porque el contenido iba en contra de la 
Constitución, y, no existiendo voluntad de refonnarla, la secesión es, por el momento, una 
quimera. Además, el referéndum celebrado en 2017 no se sustentó en bases legales. Se 
utilizaron los padrones municipales, en lugar de un censo electoral, que no fue facilitado por el 
Gobierno central. No se definió con claridad, cuál sería la mayoría necesaria para considerar la 
independencia como representativa de la población. No contó con los controles adecuados, 
inherentes a cualquier consulta, y no contó con la representación mínima exigida. 
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VII. ANEXOS 

• Anexo 1 

“El Gobierno de Quebec ha anunciado su propuesta de negociar un nuevo acuerdo con el resto 
de Canadá basado en el principio de igualdad de los pueblos. Este acuerdo permitiría a Quebec 
adquirir el poder exclusivo de hacer sus propias leyes, recaudar sus impuestos y establecer sus 
relaciones internacionales, lo que es la soberanía, y, al mismo tiempo, mantener con Canadá 
una unión económica que incluya una moneda común. No se realizará ningún cambio en el 
estatus político resultante de estas negociaciones sin el consentimiento del pueblo en otro 
referéndum. Por lo tanto, ¿le da al gobierno de Quebec el mandato de negociar el acuerdo 
propuesto entre Quebec y Canadá?”. 

“Le Gouvernement du Québec a fait connaitre sa proposition d’en arriver, avec le reste du 
Cañada, á une nouvelle entente fondée sur le principe de l’égalité des peuples ; cette entente 
permettrait au Québec d’acquérir le pouvoir exclusif de faire ses lois, de percevoir ses impóts 
et d’établir ses relations extérieures, ce qui est la souveraineté, et, en méme temps, de maintenir 
avec le Cañada une association économique comportant l’utilisation de la méme monnaie ; 
aucun changement de statut politique résultant de ces négociations ne sera réalisé sans l’accord 
de la population lors d’un autre référendum ; en conséquence, accordez-vous au Gouvernement 
du Québec le mandat de négocier 1’entente proposée entre le Québec et le Cañada?” 

• Anexo 2 

Discurso de Pierre Elliot Trudeau: 

Mr. Lévesque has asked me what my attitude would be if the majority of Quebecers voted YES. 

I have already answered this question. I did so in Parliament. I did so in Montréal and in 
Québec City. And I say it again this evening: if the answer to the referendum is YES- I have 
said it clearly in the House of Commons- Mr Lévesque will be welcome to come to Ottawa, 
where I will receive politely, as he has always received me in Québec City, and I will tell him 
that there are two doors. If you knock on the sovereignty-association door, there is no 
negotiation possible. 

(Applause) 

Mr. Lévesque continúes to repeat, "But what about democracy-what would you do if a majority 
of the Québec people voted YES? Would you not be obliged, by the principie of democracy, to 
negotiate? " 

No indeed! 

It is like saying to Mr. Lévesque, "The people ofNewfoundland have just voted 100 percent in 
favour of renegotiating the electricity contract with Québec. You are obliged, the ñame of 
democracy, to respect the will ofNewfoundland, are you not?" 

It is obvious that this sort of logic does not work 94 


• Anexo 3 


Pierre Elliott Trudeau ’s Speech at the Paul Sauvé Arena, Montréal, Quebec, May 14, 1980/ 
https://www.collectionscanada.gc.ca/primeministers/h4-4083-e.html 
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“¿Estás de acuerdo con que Quebec se convierta en soberano después de haber hecho una 
propuesta formal a Canadá para una nueva asociación económica y política, en el marco del 
proyecto de ley sobre el futuro de Quebec y del acuerdo firmado el 12 de junio de 1995?" 95 

Acceptez-vous que le Québec devienne souverain, aprés avoir offert formellement au Cañada 
un nouveau partenariat économique et poliíique, dans le cadre du projet de loi sur l'avenir du 
Québec et de Veniente signée le 12 juin 1995? 


• Anexo 4 

Results of the UK General Election, October 1974. 


General Election of lOth October 1974 


Electorate 40,072.970; Turnout 72.8% 


Parts 

Votes 

% C'hanse 

Can didates 

Seats 
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uu 
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3 
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NF 
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- 
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3 
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- 
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Total 
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Fuente: http://www.election.demon.co.uk/geresults.html 


• Anexo 5 

Where reserved matters, in others words matters which are outside the legislative competence 
of the Scottish Parliament, are Usted - “provides an exception to the reservation of the 


95 Ver anexo 4. 
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Constitution under paragraph 1 of Parí 1 of Schedule 5 so that a referendum on the 
independence of Scotlandfrom the rest of the United Kingdom is not a reserved matter if certain 
requirements are met. 

See the Scotland Act 1998 (Modification of Schedule 5) Order 2013, available in 
www.legislation.gov.uk. 

• Anexo 6 

Devolution max —full fiscal autonomy within the UK — would make the Scottish Parliament 
and government responsible for raising, collecting and administering all (or the vast majority 
of revenues in Scotland and the vast majority of spending in Scotland... In essence, this 
framework is the máximum form of tax and policv devolution, short of independence. Th is 
option broadly reflects the system in Spain for the Basque Country and Navarre. (Scottish 
Government 2009 para 4.22-4.24). 

En palabras del Governemnt of Escocia 

• Anexo 7 

https://www.parlament.cat/web/actualitat/noticies/index. html?p_id=270224450 

• Anexo 8 

http://www.catalannews.com/politics/item/referendum-law-based-on-international-treaties- 

justifies-unilateral-action 

• Anexo 9 

Datos publicados por la Generalitat de Catalunya. Fuente: 
https://estaticos.elperiodico.eom/resources/pdf/4/3/l507302086634.pdf? _ga=2.75435026.12 
82949131.15433138 76-1449463430.1543055886 


§ Generalitat 
de Catalunya 

RESULTAIS GLOBALS 

Participadó Vots Resultáis definitius 

Cens Votants Partidp. Válids Nuls Si % Si No % No Blanc % Ble 

Catalunya 5.313.564 2.286.217 43,03% 2.266.498 19.719 2.044.038 90.18% 177.547 7.83% 44.913 1,98% 

DETALL PER TERRITORIS 


Participació Vots Resultáis definitius 



Cens 

Votants 

Particip. 

Válids 

Nuls 

Si 

%SI 

No 

% No 

Blanc 

% Ble 

Demarcacions 

Barcelona 

3.971.666 

1.637.401 

41,23% 

1.622.139 

15.262 

1.438.682 

88.69% 

147.294 

9,08% 

36.163 

2,23% 

Girona 

496.167 

264.537 

53.32% 

263.083 

1.454 

249.483 

94.83% 

10.382 

3,95% 

3.218 

1,22% 

Ueida 

298.140 

157.501 

52,83% 

156.197 

1.304 

146.583 

93,84% 

7.485 

4,79% 

2.129 

1,36% 

Tarragona 

547.591 

222.445 

40.62% 

220.749 

1.696 

205.038 

92.88% 

12.331 

5,59% 

3.380 

1,53% 


Vegueríes 


Alt Pirineu i Aran 

53.228 

28.693 

53,91% 

28.415 

278 

26.674 

93,87% 

1.350 

4,75% 

391 

1,38% 

Barcelona 

3.605.651 

1 .425.607 

39,54% 

1.411.409 

14.198 

1.239.232 

87.80% 

138.759 

9,83% 

33.418 

2,37% 

Catalunya Central 

374.611 

217.851 

58,15% 

216.763 

1.088 

205.285 

94,70% 

8.638 

3,98% 

2.840 

1,31% 

Girona 

487.217 

259.452 

53.25% 

258.029 

1.423 

244.758 

94.86% 

10.140 

3,93% 

3.131 

1,21% 

Ueida 

245.266 

127.836 

52,12% 

126.803 

1.033 

118.799 

93,69% 

6.274 

4,95% 

1.730 

1,36% 

Tarragona 

420.740 

154.904 

36.82% 

153.747 

1.157 

142.386 

92,61% 

8.897 

5,79% 

2.464 

1,60% 

Terres de l'Ebre 

126.851 

67.541 

53,24% 

67.002 

539 

62.652 

93.51% 

3.434 

5,13% 

916 

1,37% 


Vot exterior 4.330 3 4.252 98.13% 55 1,27% 23 0,53% 


• Anexo 10 
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Resolución 1244, Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 401 I a sesión, celebrada el 10 
de junio de 1999: https://undocs.Org/es/S/RES/1244%281999%29 

• Anexo 11 

En dicha Opinión, el Tribunal Supremo dictaminan que: 

1) Ni la Constitución ni el Derecho Internacional conceden a Quebec el derecho a una 
secesión internacional. 

2) Que esa secesión se podría negociar siempre que una clara mayoría del pueblo de Quebec 
así lo decidiera y que esa decisión respetara los derechos del resto de los canadienses. 

El Tribunal Supremo no esclareció que porcentaje debía aceptarse como clara mayoría. Pero, 
en cualquier caso despejaba cualquier incógnita que existiese en torno a la legalidad de la 
secesión internacional: “Cualquier intento de llevar a cabo la secesión de una provincia del 
resto de Canadá debe estar de acuerdo con lo establecido en la Constitución canadiense, ya 
que de lo contrario violaría el orden legal vigente ’’. Pero, “ese orden constitucional quedaría 
afectado si una clara mayoría declarara de forma inequívoca su deseo de no permanecer en 
Canadá. En ese caso, “nuestra Constitución y nuestra historia ” exigirían que los derechos, 
obligaciones y aspiraciones legítimas de todos los canadienses fueran respetados . 

Asimismo, se distingue en la sentencia entre autodeterminación interna y externa, explicándose 
que “las fuentes del Derecho Internacional reconocidas establecen que el derecho de un pueblo 
a disponer de sí mismo se realiza normalmente por la vía de la autodeterminación interna, es 
decir, la persecución por parte de ese pueblo de su desarrollo político, económico, social y 
cultural en el marco del Estado existente’’ (Carrillo, 2013). 

En cuanto a la autodeterminación externa, el Tribunal niega que el Derecho Internacional 
reconozca la existencia de tal derecho porque no se cumplen las condiciones exigidas para el 
reconocimiento del derecho a la autodeterminación externa: Quebec no es una colonia, ni un 
pueblo oprimido o sujeto a ocupación militar extranjera, y en él no existe una situación de 
violación sistemática de derechos humanos. 

• Anexo 12 

Sobre la reforma agravada de la CE, art. 168: 

“Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Titulo 
preliminar, al Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la 
aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución 
inmediata de las Cortes ”. 

Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto 
constitucional, que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras. 

Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 
ratificación. 

• Anexo 13 

DECLARACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE CATALUNYA 
Al pueblo de Catalunya y a todos los pueblos del mundo. 

La justicia y los derechos humanos individuales y colectivos intrínsecos, fundamentos 
irrenundables que dan sen tido a la legitimidad histórica y la tradición jurídica e institucional 
de Catalunya, son la base de la constitución de la República catalana. 
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La nación catalana, su lengua y su cultura tienen mil años de historia. Durante siglos, 
Catalunya se ha dotado y ha disfrutado de instituciones propias que han ejercido el 
autogobierno con plenitud, con la Generalitat como máxima expresión de los derechos 
históricos de Catalunya. El parlamentarismo ha sido, durante los períodos de libertad, la 
columna sobre la que se han sustentado estas instituciones, se ha canalizado a través de las 
Cortes Catalanas y y ha cristalizado en las Constituciones de Catalunya. 

Catalunya restaura hoy su plena soberanía, perdida y largamente anhelada, tras décadas de 
in ten tar, honestamente y lealmente, la convivencia institucional con los pueblos de ¡a península 
ibérica. 

Desde la aprobación de la Constitución española de 1978, la política catalana ha tenido un 
papel clave con una actitud ejemplar, leal y democrática para con España, y con un profundo 
sentido de Estado. 

El estado español ha respondido a esta lealtad con la denegación del reconocimiento de 
Catalunya como nación; y ha concedido una autonomía limitada, más administrativa que 
política y en proceso de recentralización; un tratamiento económico profundamente injusto y 
una discriminación lingüística y cultural. 

El Estatuto de Autonomía, aprobado por el Parlamento y el Congreso, y refrendado por la 
ciudadanía catalana, debía ser el nuevo marco estable y duradero de relación bilateral entre 
Catalunya y España. Pero fue un acuerdo político roto por la sentencia del Tribunal 
Constitucional y que hace emerger nuevas reclamaciones ciudadanas. 

Recogiendo ¡as demandas de una gran mayoría de ciudadanos de Catalunya, el Parlamento, 
el Gobierno y la sociedad civil han pedido repetidamente acordar la celebración de un 
referéndum de autodeterminación. 

Ante la constatación de que las instituciones del Estado han rechazado toda negociación, han 
violentado el principio de democracia y autonomía, y han ignorado los mecanismos legales 
disponibles en la Constitución, la Generalitat de Catalunya ha convocado un referéndum para 
el ejercicio del derecho a la autodeterminación reconocido en el derecho internacional. 

La organización y celebración del referéndum ha comportado la suspensión del autogobierno 
de Catalunya y la aplicación de fado del estado de excepción. 

La brutal operación policial de carácter y estilo militar orquestada por España contra 
ciudadanos catalanes ha vulnerado, en muchas y repetidas ocasiones, sus libertades civiles y 
políticas y los principios de los Derechos Humanos, y ha contravenido los acuerdos 
internacionales firmados y ratificados por el Estado español. 

Miles de personas, entre las que hay cientos de cargos electos e institucionales y profesionales 
vinculados al sector de la comunicación, la administración y la sociedad civil, han sido 
investigadas, detenidas, querelladas, interrogadas y amenazadas con duras penas de prisión. 

Las instituciones españolas, que deberían permanecer neutrales, proteger los derechos 
fundamentales y arbitrar ante del conflicto político, se han convertido en parte e instrumento 
de estos ataques y han dejado indefensa a la ciudadanía de Catalunya. 

A pesar de la violencia y la represión para intentar impedir la celebración de un proceso 
democrático y pacífico, los ciudadanos de Catalunya han votado mayoritariamente a favor de 
la constitución de la República catalana. 

La constitución de la República catalana se fundamenta en la necesidad de proteger la libertad, 
la seguridad y la convivencia de todos los ciudadanos de Catalunya y de avanzar hacia un 
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Estado de derecho y una democracia de más calidad, y responde ai impedimento por parte del 
estado español de hacer efectivo el derecho a ¡a autodeterminación de ¡os pueblos. 

El pueblo de Catalunya es amante del derecho, y el respeto a la ley es y será una de las piedras 
angulares de la República. El estado catalán acatará y hará cumplir legalmente todas las 
disposiciones que conforman esta declaración y garantiza que la seguridad jurídica y el 
mantenimiento de los acuerdos suscritos formará parte del espíritu fundacional de la República 
catalana. 

La constitución de la República es una mano tendida al diálogo. Haciendo honor a la tradición 
catalana del pacto, mantenemos nuestro compromiso con el acuerdo como forma de resolver 
los conflictos políticos. Asimismo, reafirmamos nuestra fraternidad y solidaridad con el resto 
de pueblos del mundo y, en especial, con aquellos con los que compartimos lengua y cultura y 
la región euromediterránea en defensa de las libertades individuales y colectivas. 

La República catalana es una oportunidad para corregir los actuales déficits democráticos y 
sociales y construir una sociedad más próspera, más justa, más segura, más sostenible y más 
solidaria. 

En virtud de todo lo que se acaba de exponer, nosotros, representantes democráticos del pueblo 
de Catalunya, en el libre ejercicio del derecho de autodeterminación, y de acuerdo con el 
mandato recibido de la ciudadanía de Catalunya, 

CONSTITUIMOS la República catalana, como Estado independiente y soberano, de derecho, 
democrático y social. 

DISPONEMOS la entrada en vigor de la Ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la 
República. 

INICIAMOS el proceso constituyente, democrático, de base ciudadana, transversal, 
participativo y vinculante. 

AFIRMAMOS la voluntad de abrir negociaciones con el estado español, sin condicionantes 
previos, dirigidas a establecer un régimen de colaboración en beneficio de ambas partes. Las 
negociaciones deberán ser, necesariamente, en pie de igualdad. 

PONEMOS EN CONOCIMIENTO de la comunidad internacional y las autoridades de la 
Unión Europea la constitución de la República catalana y la propuesta de negociaciones con 
el estado español. 

INSTAMOS a la comunidad internacional y las autoridades de la Unión Europea a intervenir 
para detener la violación de derechos civiles y políticos en curso, y hacer el seguimiento del 
proceso negociador con el Estado español y ser testigos. 

MANIFESTAMOS la voluntad de construcción de un proyecto europeo que refuerce los 
derechos sociales y democráticos de la ciudadanía, así como el compromiso de seguir 
aplicando, sin solución de continuidad y de manera unilateral, las normas del ordenamiento 
jurídico de la Unión Europea y las del ordenamiento de España y del autonómico catalán que 
transponen esta normativa. 

AFIRMAMOS que Catalunya tiene la voluntad inequívoca de integrarse lo más rápidamente 
posible a la comunidad internacional. El nuevo Estado se compromete a respetar las 
obligaciones internacionales que se aplican actualmente en su territorio y continuar siendo 
parte de los tratados internacionales de los que es parte el Reino de España. 

APELAMOS a los Estados y las organizaciones internacionales a reconocer la República 
catalana como Estado independiente y soberano. 
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Derecho a decidir y derecho de autodeterminación: Ana Rebollo Gómez-Coronado 

Cataluña, Escocia y Quebec 

INSTAMOS al Govern de la Generalitat a adoptar las medidas necesarias para hacer posible 
la plena efectividad de esta Declaración de independencia y de las previsiones de la Ley de 
transitoriedad jurídica y fundacional de la República. 

HACEMOS un llamamiento a todos y cada uno de ios ciudadanos de la República catalana a 
hacernos dignos de la libertad que nos hemos dado y construir un Estado que traduzca en 
acción y conducta las inspiraciones colectivas. 

Los legítimos representantes del pueblo de Catalunya: 

Barcelona, 10 de octubre de 2017 
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